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Honorables   
Magistrados,  
Tribunal Contencioso Administrativo. (Reparto) 
Cali. 
 

Referencia:  Acción Popular. 
Accionante: Eduardo Alfonso Correa Valencia. 
Accionada:  Ministerio de transporte e Instituto Nacional de Vías (INVIAS)  

Derecho Invocado como violado: Moralidad Administrativa y otros. 

 
EDUARDO ALFONSO CORREA VALENCIA, con cédula de ciudadanía número 
16.243.318 y TP 27.870 del C.S.J, acudo ante su despacho, para, de conformidad con el 
Artículo 88 de la Constitución Nacional y la ley 472 de 1998, se proteja el Derecho Colectivo 
a la moral administrativa, defensa del patrimonio público y principio de la legalidad, 
artículo 4º. De la ley 472 de 1998 

 
PRETENSIONES: 
 
Primera:  

Que se declare, que el Ministerio de Transporte y el Instituto Nacional de vías INVIAS 
han violado los derechos colectivos a la moralidad administrativa, a la defensa del 
patrimonio Público, y el principio de legalidad, con las actuaciones desarrolladas 
según los hechos narrados en el cuerpo de la presente acción popular. 

Segunda:  

Que, como consecuencia de la declaración anterior, por las razones que se 
expondrán más adelante, se suspenda la ejecución del contrato de concesión bajo el 
esquema de APP Nro. 001 del 2021 suscrito entre la Agencia Nacional de 
Infraestructura (ANI y el concesionario Rutas del Valle, adjudicado mediante 
Resolución No. 20217030007585 del 18-05-2021 del Ministerio de Transporte, (folio 40 
a 47).  

b). Se suspenda el cobro de la tarifa del peaje en las estaciones ubicadas en el 
municipio de Palmira, por no contar con el acto administrativo de que trata el artículo 
6.14 del decreto 87 de 2011. 

c). Se eliminen al menos dos estaciones de peajes de las ubicadas en el municipio de 
Palmira, reemplazándolas por otras ubicadas fuera de la jurisdicción del municipio 
de Palmira, por las razones que más adelante se expondrán. 
 
d).Se de aplicación al artículo 22 de la ley 105 de 1993, invirtiendo los recursos 
obtenido por INVIAS desde el momento de la terminación de la concesión conocida 
como MALLA VIAL DEL VALLE DEL CUACA Y CAUCA, a la fecha, en la adecuación 
necesaria del cruce de la carrera 28 con calle 42, más conocido como glorieta de 
Versalles, planteando una solución vial distinta al deprimido, menos costosa y cuya 
duración en su construcción sea en menor tiempo y no cuatro años, por las razones 
que se expondrán más adelante. 
 
e). Replantear la obra consistente en el hundimiento (deprimido) de la calle 42 entre 
carreras 25 y 32, por las razones que se expondrán más adelante. 
 
Tercera:  

Que al momento de proferir Sentencia y acceder a las pretensiones   de esta demanda, 
total o parcialmente, se disponga que la sentencia de Acción Popular tiene 
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prevalencia sobre cualquier decisión arbitral o judicial que se adopten en los asuntos 
controvertidos o tratados en la presente acción. 

 
HECHOS: 

 

1. Entre la Unión Temporal “Desarrollo Vial del Valle del Cauca y Cauca” -, y el Instituto 
Nacional de Vías (INVIAS), se celebró el 29 de enero de 1999 el contrato de concesión No. 
005, que tuvo por objeto la ejecución del proyecto vial denominado “MALLA VIAL DEL VALLE DEL 

CAUCA Y CAUCA”. (anexo digital 1.) 
 
2. La Cláusula 2 del contrato establece el OBJETO DEL CONTRATO en la cual se determina que: 
 
“El objeto del presente contrato, de conformidad con lo previsto en el artículo 32 numeral 4, de la Ley 80 
de 1993, y la Ley 105 del mismo año, es el otorgamiento al concesionario de una concesión para que 
realice, por su cuenta y riesgo, los estudios y el diseño definitivos, las obras de construcción, 
rehabilitación y mejoramiento, la operación y el mantenimiento, la prestación de servicios, y el uso de los 
bienes de propiedad de INVIAS dados en concesión, para la cabal ejecución del proyecto vial 
denominado MALLA VIAL DEL VALLE DEL CAUCA Y CAUCA, bajo el control y vigilancia de INVIAS. 

 
El INVIAS otorga por medio de este contrato al concesionario el uso y la explotación del 
proyecto por el tiempo de vigencia del contrato, para que sea destinado al servicio público 
de transporte, “…a cambio de una remuneración que consiste en la cesión de los 
derechos sobre el recaudo del peaje, en los sitios y con las tarifas que sean aplicables 
de conformidad con este contrato” (la negrilla es mía).( anexo digital 1, página 00018) 
 

3. Como en todo contrato de concesión, el No.005 de 1999, estableció que el valor 
efectivo del mismo remuneraría “todos los costos y gastos –directos e indirectos- en que 
incurra el Concesionario por la preparación y celebración del Contrato, así como por la ejecución 
y terminación del Proyecto, los impuestos, tasas y contribuciones que se causen por la ejecución 
del presente contrato…” (anexo digital 1, página 00018) 
   
4. La cláusula 1ª del contrato en la cual se establecen las definiciones relativas al contrato 
encontramos (las definiciones de peaje: anexo digital 1, página 00015) 
 
5.  La cláusula 17 del contrato al determinar la forma de pago, establece que INVIAS cede 
al concesionario los derechos de recaudo de los peajes de las siguientes estaciones: 
(anexo digital 1, páginas 00050 y 00051) 
 
a) Estación CIAT con cobro en sentido Este-Oeste   

 
b) Estación Estambul con cobro en sentido Oeste-Este. 
 
Posteriormente, se establecieron otras tres estaciones de peajes así: 
 
La Torre; Rozo; CENCAR 
 
6. El término de ejecución del contrato de concesión en mención fue de veinte (20) según 
oficio Rad. E 20174090187592 del 01/03/2017 suscrito por la ANI y que se aporta al 
presente, suscrito por la ANI, este contrato terminó el mes de agosto de 2017. (folios 36 
y 37)  
 
7. el mencionado contrato fue suscrito y adjudicado de conformidad con el artículo 30 de la 
ley 105 de 1993, que trata del contrato de concesión que reza: “ARTÍCULO 30. DEL 
CONTRATO DE CONCESIÓN. La Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios, en sus 
respectivos perímetros, podrán en forma individual o combinada o a través de sus entidades 
descentralizadas del sector de transporte, otorgar concesiones a particulares para la construcción, 
rehabilitación y conservación de proyectos de infraestructura vial.  Para la recuperación de la inversión, 
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la Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios podrán establecer peajes y/o 
valorización.  (…) 
 
PARÁGRAFO 1o. (…) 
 
PARÁGRAFO 3o. Bajo el esquema de Concesión, los ingresos que produzca la obra dada en 
concesión, serán asignados en su totalidad al concesionario privado, hasta tanto éste obtenga 
dentro del plazo estipulado en el contrato de concesión, el retomo al capital invertido.  El Estado 
recuperará su inversión con los ingresos provenientes de la operación una vez culminado el 
período de concesión.” 
 
8. El mencionado contrato de concesión terminó el mes de agosto de 2017 y la 
infraestructura fue revertida a INVIAS a partir del 1 de noviembre de 2018, según oficio 
Rad. 20205000324611 del 26-10-2020 (folio 38 y 39) y no obstante lo anterior, a partir 
de esa fecha se siguen cobrando las tarifas que al momento de terminación del 
contrato se cobraban e igualmente a partir de esa fecha se han venido incrementando 
las misma. 
 
9. Mediante Resolución No. 20217030007585 del 18-05-2021 del Ministerio de 
Transporte, (folio 40 a 47) según su artículo Primero se adjudica la Licitación Pública 
No. VJ-VE-APP-IPB-001-2020 así:  
 
“ARTÍCULO PRIMERO: Adjudicar la Licitación Pública No. VJ-VE-APP-IPB-001-2020, la cual tiene por 

objeto “Seleccionar la Oferta más favorable para la Adjudicación de un (1) Contrato de Concesión cuyo 
objeto será el otorgamiento de una concesión que, bajo el esquema de Asociación Público Privada en 
los términos de la Ley 1508 de 2012, permita llevar a cabo financiación, elaboración de estudios y 
diseños definitivos, gestión ambiental, gestión predial, gestión social, construcción, rehabilitación, 
operación y mantenimiento del proyecto Nueva Malla Vial del Valle del Cauca – Corredor Accesos Cali 
y Palmira de acuerdo con el Apéndice Técnico 1 de la Minuta del Contrato” al PROPONENTE # 5 

ESTRUCTURA PLURAL PRC – MC, integrado por RODOVIAS COLOMBIA S.A.S. identificado con NIT 

901.380.648-1 con una participación correspondiente al 70% y MC VICTORIAS TEMPRANAS S.A.S. 

identificado con NIT 900.608.144-8 y con una participación correspondiente al 30%- Estructura Plural 

representado legalmente por ANA MILENA MEDINA CARRERO identificada con la cédula de ciudadanía 

No. 60.355.781. 

La adjudicación se efectúa por el valor del contrato, el cual corresponde a la suma de: TRES BILLONES 
QUINIENTOS NOVENTA MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA MIL SEISCIENTOS DIECINUEVE PESOS 

($3.000.590.680.619), Cifras expresadas en pesos constantes del 31 de diciembre de 2018.” 

10. En razón a dicha adjudicación ce celebra el contrato de “Concesión bajo el 
esquema de APP No. 001 de 2021 entre la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA y el 

concesionario RUTAS DEL VALLE S.A.S. (anexo digital No. 2) 
 
11. ALCANCE DEL PROYECTO. 
 
Según el oficio 20225000213541 del 19-07-2022, el alcance del proyecto corresponde 
a lo señalado en el mencionado oficio y que en el cuadro se identifican como UF 
(unidad funcional) así: 
 
Todas las obras relacionadas como UFO y UF1 (folios 48 a 54) están ubicadas por 
fuera de la vía que de Palmira conduce a la ciudad de Cali. 
 
“UF0  
 
Toda la infraestructura existente. Operación y mantenimiento rutinario 
 
UF1  
 
Salida norte Palmira – Intersección Providencia - Intersección El Cerrito – Buga. 
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Yumbo (paso nivel) – Mediacanoa. 
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Puesta a punto y mantenimiento periódico Rozo – La Torre.   
 

Puesta a punto y mantenimiento periódico Palmaseca – Intersección Guajira – Intersección Rozo – 
Intersección Acequia – Intersección El Cerrito.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Intersección Acequia – Intersección La Torre – Intersección 
La Selva – Intersección Cantarrana.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Mulaló – La Torre.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Intersección Cencar – Intersección Cantarrana – 
Intersección Guajira.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Intersección Guajira – Glorieta Aeropuerto – 
Intersección Galicia.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Paso nacional por Palmira 5.60 Rehabilitación y 
mantenimiento periódico.  
 
UF2  
 
Santander de Quilichao – Ye de Villa Rica – Intersección Candelaria – Intersección Acceso Sur 
Palmira – Intersección Cali-Palmira 5 (Palmira – Cerrito).  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Variante El Bolo.  
 
Puesta a punto del tramo existente. Construcción del tramo faltante.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Intersección Cali – Palmira 5 (Palmira – Cerrito) – 
Intersección Ingenio Providencia.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico. Incluye la construcción del ramal 4D en la intersección La 
Herradura Cali – Palmira. 
 
Puesta a punto y mantenimiento Cali – Candelaria.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico de las dos calzadas  
 
UF3  
 
Av. Bicentenario.  
 
Construcción de calzada sencilla y mantenimiento periódico por 5 años  
 
UF4  
 
Ye de Villa Rica – Av. Bicentenario.  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Av. Bicentenario – Jamundí (carrera 10).  
 
Puesta a punto y mantenimiento periódico  
 
UF5  
 
Cali (Sameco) – Glorieta Cencar. 
Puesta a punto y mantenimiento periódico Glorieta Cencar – Glorieta Las Américas.  
 
Puesta a punto de la calzada existente. Construcción de la segunda calzada y 
mantenimiento periódico de la doble calzada Glorieta Las Américas – Yumbo (Paso 
Nivel)” 
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NOTA: Las obras resaltadas en negrilla no están dentro de la jurisdicción del 
municipio de Palmira, por lo tanto, por fuera de la vía que de Palmira conduce a Cali 
y viceversa. 
 
La UF 1 que contempla el “hundimiento” (paso deprimido) de la calle 42 y la adecuación de 
la glorieta, tiene un plazo máximo de ejecución de cuarenta y ocho (48) meses (oficio RDV- 
161221-005 del 16 de diciembre de 2021) (folios 55 a 59) oficio RDV-190422-10 (folios    
60 a 61) 
 
12.Los predios a adquirir para esta obra están situados en la calle 42 entre carreras 
25 a 32 y los situados en la carrera 28 entre las calles 40 a 47, según oficio RDV-
190422-010 (folios 60 a 61) 
 
13. Según oficio ANI 20225000213541 (folios 62 a 68) todas las obras de esta nueva 
malla vial se cancelan con el recaudo de los siete peajes, de los cuales cinco se 
encuentra en el municipio de Palmira, otro en la vía Media Canoa Yumbo y el ultimo 
en Villa Rica, departamento del Cauca. 
 
14. Estos peajes según oficio del Ministerio de Transporte No.20225000287421 del 14-
09-2022 (folio 69 a 70) están ubicados en las siguientes distancias con relación a peaje 
del CIAT, así: 
 
CIAT – CERRITO………………………………………………… 24.4 Km 
CIAT – PASO LA TORRE………………………………………. 26.0 Km  
CIAT – ROZO ……………………………………………………. 26.7 Km 
CIAT – CENCAR ………………………………………………….22.0 Km 
CIAT – VILLA RICA ……………………………………….……..49.8 Km 
 
Existe una tarifa diferencial o especial que favorece a las personas propietarias de 
vehículos que viven en la ciudad de Palmira y que para el año 2018 ascendía al 
número de 20.372, según oficio ANI CV-OF-125-VO (folios 71a73) 
 
15. Según oficio RDV-210422-004 (folios 74 a 77) de Rutas del Valle señalan que para 
el retorno frente al parque del azúcar fue concertado con la alcaldía municipal; 
concertación de la cual no se habla para la obra del hundimiento de la calle 42 entre 
carreras 25 y 32 ubicada dentro del perímetro urbano de la ciudad, es decir, no fue 
concertada.  
 
16. El proyecto de hundimiento de la calle 42 con carrera 28 ubicada dentro del 
perímetro urbano de la ciudad, ni antes de la adjudicación del contrato ni a la firma 
del mismo, fue concertado ni con el municipio de Palmira ni con la comunidad 
afectada.  
 
17.Según ANI 20215000201981el comparativo de los cuadros que se adjuntan a (folios    
78 a 89) los peajes del CIAT y Estambul que se ubican en la vía Cali – Palmira – Cali 
resultan ser más caros que el resto de los peajes que conjuntamente con los 
anteriores soportan la financiación de la concesión, es decir los peajes de Villa Rica, 
Media Canoa y el Cerrito. 
 
18. Las tarifas a pagar por los usuarios de esta vía no solamente, no rebajaron, sino 
que se ha ido incrementando años tras año según Resolución No. 20213040003685. 
folios 93)  
 
19. Los peajes ubicados en el municpio de Palmira no cuentan con el requisito 
establecido en el articulo 6.14 del decreto 87 de 2011 , que obliga al Ministerio del 
Transporte  a expedir el acto administrativo de concepto previo vinculante,que reza: 
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“6.14. Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema Nacional 
de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes que deban cobrarse 
por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, distritos y municipios.” 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

 
INTERESES COLECTIVOS Y LA DEFENSA A LA MORALIDAD ADMINISTRATIVA Y 

AL PATRIMONIO PÚBLICO 
 

1). A este respecto, el Honorable Consejo de Estado ha definido el concepto de intereses 
colectivos como: 
 
“Intereses de representación difusa, en la medida en que suponen la reivindicación de derechos cuyo 
titular es un grupo de personas que, en un principio, puede ser indeterminado o indeterminable…”1 
 
Por esta razón el titular de la Acción Popular no requiere acreditar interés concreto o subjetivo en la 
decisión, puesto que su actuación procesal está dirigida a defender intereses o derechos que exceden 
el ámbito individual.2 
 
Así las cosas, se concluye, de un lado, como concluyó el Consejo de Estado, que los 
derechos invocados como susceptibles de ser protegido por medio de la Acción Popular y, 
de otro, que el accionante no requiere demostrar un interés individual en la decisión. Pero 
además es necesario señalar que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 209 de la 
Carta Política y el literal b), de la ley 472 de 1998, la moralidad administrativa no solo es un 
derecho colectivo, sino que además es un principio que orienta la función pública. El 
Consejo de Estado Sección Tercera en sentencia del 12 de octubre de 2006 considero que: 
 
“(…) La moralidad administrativa, se refiere al ejercicio de la función administrativa conforme al 
ordenamiento de las funciones públicas, determinadas por la satisfacción del interés general y no por 
intereses privados y particulares, sin que cualquier vulneración al ordenamiento jurídico, en el ejercicio 
de tal función, lleve consigo de manera automática, vulneración a la moralidad administrativa, por cuanto 
no toda violación al principio de legalidad, implica automáticamente violación del derecho colectivo a la 
moralidad administrativa”. 
 
Con este propósito es importante precisar que en veces la violación al principio de legalidad que 
se traduce en el no acatamiento de la normatividad en el ejercicio de la función administrativa, 
puede conducir a concluir también la vulneración a la moralidad administrativa, porque a la 
ilegalidad de la actuación se une la conducta antijurídica de quien ejerce, en tanto actúa no con 
el ánimo de satisfacer el interés general, sino con el claro propósito de atender intereses personales 
y particulares, esto es, se vale de la función que ejerce como servidor del Estado, en provecho propio.” 
 
Igualmente ha precisado el honorable Consejo de Estado, que la moralidad administrativa tiene 
una naturaleza dual: por un lado, ostenta el principio de la función pública de acuerdo a los 
artículos 209 de la C.N y articulo 3 de la ley 489 de 1998, e igualmente como derecho colectivo 
que garantiza a la comunidad la protección de sus derechos. 

Desde la perspectiva de la jurisprudencia constitucional y contenciosos administrativa, se ha establecido 
que el derecho colectivo a la moralidad administrativa se vulnera cuando se verifiquen tres supuestos: 

a). La existencia de la vulneración de los bienes jurídicos como la buena fe, la ética, la honestidad, la 
satisfacción del interés general entre otros;   “y habrá lugar a que se configure de forma real su afectación, 
si se prueba el acaecimiento de una acción u omisión, de quienes ejercen funciones administrativas, 
con capacidad para producir una vulneración o amenaza de dichos bienes jurídicos, que se genera a 
causa del desconocimiento de ciertos parámetros éticos y morales sobre los cuales los asociados 
asienten en su aplicación"48. 

Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido que la moralidad administrativa no se predica 
únicamente del "fuero interno de los servidores públicos, sino que abarca toda la gama del 
comportamiento que la sociedad en un momento dado espera de quienes manejan los recursos de la 
comunidad y que no puede ser otro que el de absoluta pulcritud y honestidad" 

 
1 (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 29 de junio de 2000, expediente AP-001 C.P. Eduardo Hernández Henríquez).  
2 (Consejo de Estado, Sección Quinta, Sentencia del 28 de junio de 2002, C.P. Doctor David Quiñones Pinilla). 
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b). La jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa han reiterado que la vulneración 
a la moralidad administrativa supone generalmente el quebrantamiento del principio de legalidad. 
En este sentido, el Consejo de Estado ha establecido que: 
"(…) En efecto, cuando se habla de moralidad administrativa, contextualizada en el ejercicio de la función 
pública, debe ir acompañada de uno de los principios fundantes del Estado Social de Derecho, como lo 
es el de legalidad, que le impone al servidor público o al particular que ejerce función administrativa, 
como parámetros de conducta, además de cumplir con la Constitución y las leyes, observar las funciones 
que le han sido asignadas por ley, reglamento o contrato, por ello en el análisis siempre está presente la 
ilegalidad como presupuesto sine qua non, aunque no exclusivo para predicar la vulneración a la 
moralidad administrativa." (Consejo de Estado, Sección Tercera; M.P. Jaime Orlando Santofimio.8 de junio de 
2011, Rad.25000-23-26-000-2005-01330-01) 

 
2). CONSIDERACIONES JURIDICAS RESPECTO DEL CONTRATO DE CONCESION. 

 
El contrato de concesión está regulado por la ley 80 de 1993 en cuyo artículo 32 No.4,se 
define:   “Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar 
a una persona llamada concesionario la prestación, operación explotación, organización o gestión, total 
o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra 
o bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias para la 
adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo 
la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en 
derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o 
en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación 
que las partes acuerden”(Numeral 4 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993) 

 
Es del caso señalar, como lo ha venido sosteniendo la doctrina, los contratos de concesión 
son aquellos que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona 
llamada concesionario, la prestación, operación, explotación, organización o gestión total o 
parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación de una 
obra o bien destinados al servicio o uso público, a cambio de una remuneración que 
puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se 
le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual.  
 
De acuerdo con la anterior definición, el citado contrato presenta las siguientes 
características: Implica una convención entre un ente estatal -concedente- y otra persona -
concesionario-; Se refiere a un servicio público o a una obra destinada al servicio 
público.  Puede tener por objeto la construcción, explotación o conservación total o 
parcial de una obra destinada al servicio o uso público.   
 

Al respecto, v.gr., la Ley 105 de 1993 dispone que, para recuperar la inversión en un 
contrato de concesión, se podrán establecer peajes o valorización. Según la misma 
ley, los ingresos que produzca la obra dada en concesión serán en su totalidad del 
concesionario, hasta tanto obtenga del plazo establecido en el contrato, el retorno del 
capital invertido. (Consejo de Estado, Sala de lo contencioso administrativo, Sección Tercera, consejero 
ponente: Ramiro Saavedra Becerra, sentencia de diciembre nueve (9) de dos mil cuatro (2004), Radicación 
número: 25000- 23-26-000-2002-1216-01(27921),  
 

En sentencia del magistrado Hernando Herrera Vergara (C-250 de 1996), señala: 
 
“Como lo ha anotado la doctrina que existe sobre la materia, la eficacia jurídica del plazo pactado 
de duración del contrato permite la amortización de la inversión, por cuanto como es de la 
naturaleza del contrato, todo concesionario actúa por cuenta y riesgo propio, y como quiera que ha 
destinado un conjunto de bienes y elementos para llevar a cabo el objeto del contrato, tiene que 
amortizar el capital durante el término de la concesión o incluso antes, según ocurra la reversión o 
la transferencia.   

Jurídicamente la transferencia se justifica en la medida en que ella obedece a que el valor de tales 
bienes está totalmente amortizado, siempre y cuando se encuentren satisfechos los presupuestos 
del vencimiento del término. Ese valor de los bienes que se utilicen para el desarrollo y ejecución 
del contrato de concesión, se paga por el Estado al momento de perfeccionar la concesión.” 
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OBRAS POR CONCESIÓN LEY 105 DE 1993 

“ARTÍCULO 30.- Del contrato de concesión. La Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios, 
en sus respectivos perímetros, podrán en forma individual o combinada o a través de sus entidades 
descentralizadas del sector de transporte, otorgar concesiones a particulares para la construcción, 
rehabilitación y conservación de proyectos de infraestructura vial. 

Para la recuperación de la inversión, la Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios 
podrán establecer peajes y/o valorización. El procedimiento para causar y distribuir la valorización, y 
la fijación de peajes se regula por las normas sobre la materia. La fórmula para la recuperación de la 
inversión quedará establecida en el contrato y será de obligatorio cumplimiento para las partes. 

(…)  

En los contratos que por concesión celebre el Instituto Nacional de Vías, se podrán incluir los accesos 
viales que hacen parte de la infraestructura Distrital o Municipal de transporte. 

PARÁGRAFO 1º.- (…).  PARÁGRAFO 2º.- (…). 

PARÁGRAFO 3º.- Bajo el esquema de Concesión, los ingresos que produzca la obra dada en 
concesión, serán asignados en su totalidad al concesionario privado, hasta tanto éste obtenga 
dentro del plazo estipulado en el contrato de concesión, el retorno al capital invertido. El Estado 
recuperará su inversión con los ingresos provenientes de la operación una vez culminado el 
período de concesión.” 

Así las cosas, Honorables Magistrados, durante la vigencia de concesión, la tarifa del peaje 
necesariamente incluye dos costos: el costo de construcción de la vía y el costo de 
mantenimiento de la misma hasta finalizar la concesión. 

Pero resulta, que, al finalizar la concesión, se nos continuó cobrando la tarifa plena, la cual 
incluye el costo de construcción, que ya concluyo y el de mantenimiento de la misma, que 
como es lógico, es inferior al de construcción, más aún si se tiene en cuenta que el 
mantenimiento de la vía Palmira Cali es mínimo. 

3). CONSIDERACIIONES JURIDICAS RESPECTO DE LA TARIFA DEL PEAJE. 

 
DISTANCIAS ENTRE LOS DISTINTO PEAJES: 
 
Según el estudio realizado por la Universidad Manuela Beltrán, la distancia entre los 
respectivos peajes debe ser de 120 a 150 kilómetros de distancia entre un peaje y el 
subsiguiente. 
La distancia entre los distintos peajes que tiene sitiada la ciudad de Palmira es la que 
a continuación se relaciona, en relación con el peaje del CIAT. (folio 69 a 70): 
 
CIAT – CERRITO……………………………………………24.4 Km 
CIAT – PASO LA TORRE………………………………… 26.0 Km  
CIAT – ROZO ……………………………………………… 26.7 Km 
CIAT – CENCAR ……………………………………………22.0 Km 
CIAT – VILLA RICA ………………………………………  49.8 Km 
 
Si bien es cierto que la ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el 
transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones”, no ha establecido 
una distancia mínima entre un peaje y el subsiguiente, el literal d) del artículo 21 de 
la ley 105 de 1993 preceptúa que: 

"Las tasas de peajes serán diferenciales, es decir, se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y sus respectivos costos de operación.” 

A este respecto La Honorable Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad 
del citado artículo 21 ha señalado en la sentencia C – 482 de 1996 que: 
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"ARTICULO 21.  Tasas, tarifas y peajes en la infraestructura de transporte a cargo de la Nación.  
Para la construcción y conservación de la infraestructura de transporte a cargo de la Nación, ésta 
contará con los recursos que se apropien en el Presupuesto Nacional y además cobrará el uso de 
las obras de infraestructura de transporte a los usuarios, buscando garantizar su adecuado 
mantenimiento, operación y desarrollo. 

"Para estos efectos, la Nación establecerá peajes, tarifas y tasas sobre el uso de la infraestructura 
nacional de transporte y los recursos provenientes de su cobro se usarán exclusivamente para ese 
modo de transporte. 

"Todos los servicios que la Nación o sus Entidades descentralizadas presten a los usuarios 
accesoriamente a la utilización de la infraestructura Nacional de transporte, estarán sujetos al cobro 
de tasas o tarifas. 

"Para la fijación y cobro de tasas, tarifas y peajes, se observarán los siguientes principios: 

"a. Los ingresos provenientes de la utilización de la infraestructura de transporte, deberán 
garantizar su adecuado mantenimiento, operación y desarrollo. 

"b.   (…) Deberá cobrarse a todos los usuarios, con excepción de las motocicletas y bicicletas. 

"c. El valor de las tasas o tarifas será determinado por la autoridad competente; su recaudo estará 
a cargo de las entidades públicas o privadas, responsables de la prestación del servicio. 

"d. Las tasas de peajes serán diferenciales, es decir, se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y sus respectivos costos de operación. 

"e. Para determinar el valor del peaje y de las tasas de valorización, en las vías nacionales, 
se tendrá en cuenta un criterio de equidad fiscal. 

"Parágrafo. (…)   

Dice la Corte Constitucional: 

“Al establecer que las tarifas serán diferenciales, y se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y los costos de operación, la ley traza unas reglas 
suficientes para la actuación de las autoridades competentes.  La distancia recorrida, sumada a las 
características del vehículo y a los costos de operación, permite señalar hechos o factores 
como el deterioro de la vía, causado por su uso, o el beneficio que recibe el usuario.  Esta 
disposición, racionalmente interpretada, no permite la arbitrariedad en la fijación de las tasas 
o tarifas. 

Las tarifas diferenciales, además, demuestran que la ley se funda en la aplicación del principio 
de igualdad, al imponer un trato diferente, según el beneficio o provecho que reciba el usuario.  

Finalmente, el literal e) obliga a las autoridades encargadas de la determinación del peaje y de 
las tasas de valorización, a obrar con sujeción a un criterio de equidad fiscal. Y no se diga que 
ésta es una expresión ambigua o carente de contenido. Hacerlo, implicaría sostener, 
erróneamente, que también son ambiguas o carecen de contenido las referencias expresas a 
la equidad en el sistema tributario, que aparecen en la Constitución (artículos 95, numeral 9, y 
363, inciso primero). 

“Cuarta. -  Análisis del artículo 21 de la ley 105 de 1993, demandado. 

(…) 

En primer lugar, la norma acusada impone, clara e inequívocamente, un límite a la cuantía de los 
costos recuperables. Este límite lo establece el literal a), al determinar que “Los ingresos provenientes 
de la utilización de la infraestructura de transporte, deberán garantizar su adecuado mantenimiento, 
operación y desarrollo”. Una tarifa exagerada, superior desproporcionadamente a lo necesario 
para el mantenimiento, la operación y el desarrollo del servicio, implicaría una posible violación 
de la ley. 

(…) 

Semejantes consideraciones a las que se acaban de hacer, valen en relación con el recaudo, que 
corresponde a la autoridad o al particular responsable de la prestación del servicio. 

Al establecer que las tarifas serán diferenciales, y se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y los costos de operación, la ley traza unas reglas 
suficientes para la actuación de las autoridades competentes.  La distancia recorrida, sumada a las 
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características del vehículo y a los costos de operación, permite señalar hechos o factores 
como el deterioro de la vía, causado por su uso, o el beneficio que recibe el usuario.  Esta 
disposición, racionalmente interpretada, no permite la arbitrariedad en la fijación de las tasas 
o tarifas. 

Las tarifas diferenciales, además, demuestran que la ley se funda en la aplicación del principio 
de igualdad, al imponer un trato diferente, según el beneficio o provecho que reciba el usuario.  

En otra y muy reciente sentencia, la C 200 del 2021, la corte constitucional se 
expresa en el mismo sentido así: 

(…) 

“Por lo cual, el denominado peaje consiste en la tasa que el usuario de una vía pública paga por 
su utilización, con el fin de garantizar la existencia y el adecuado mantenimiento, operación y 
desarrollo de una infraestructura vial que haga posible y eficiente el transporte terrestre. 

La amplia potestad de configuración del Legislador en materia tributaria, permite que mediante la Ley 
105 de 1993, modificada parcialmente por la Ley 787 de 2002, se faculte a los privados que presten el 
servicio recaudar la tasa del peaje. Bajo el entendido de que el peaje consiste en una tasa que el 
usuario de una vía pública paga por la utilización de la infraestructura vial, (…) (subrayas fuera de 
texto).” 
 

“(…) el principio de equidad es de naturaleza estructural, esto es, se predica del sistema tributario y 

no de un tributo en particular, de tal manera que el sistema tributario debe ser equitativo en su 

integridad. Así lo reconoció la Corte en la sentencia C-606 de 2019, y lo ha venido sosteniendo de 

forma pacífica desde mediados de los años noventa. La sistematicidad también se predica en relación 

con la tarifa del tributo. En esa línea, la Corte ha dicho que el principio de equidad no se predica de 

los contribuyentes individualmente considerados, se insiste, sino del sistema impositivo en su 

conjunto, lo que supone que, al verificar la posible infracción al principio de equidad por cuenta de 

un tributo o la configuración particular de alguno de sus elementos, es necesario tener en cuenta 

los beneficios tributarios que el ordenamiento jurídico reconoce a los contribuyentes frente a los 

que se alega el quebrantamiento del principio de equidad en materia tributaria.” (Corte 

Constitucional, Sentencia C057 de 2021) 
 
Como se puede observar Honorable Magistrado, la ciudad de Palmira se encuentra 
francamente sitiada por cinco (5) peajes cuyas tarifas no se compadecen con el mínimo 
mantenimiento que deba hacérsele a la vía, por lo siguiente: 
 
a).  No existe trasporte pesado de carga sino de pasajeros. 
b). Se trata de un terreno absolutamente plano, sin problemas de derrumbes, 
deslizamiento y ningún tipo de fenómeno geológico que lo afecte y requiera una 
intervención constante. 
c).  No existe desbordamientos de ríos y quebradas que se encuentran en su trayecto 
que afecten la integridad de la vía. El único mantenimiento permanente que uno 
evidencia, es el corte del pasto. 
 
Al contestar un derecho de petición, respecto de cómo se recuperaría la inversión en 
la nueva malla vial, así contesta INVIAS:  INVIAS DT-VAL 36838 Traslado Derecho de 
Petición. *RAD_E: 20224090729942 de 5-07-2022, 20224090742192 de 7-07- 2022 y 
20224090735292 de 6-07-2022*contesta de la siguiente manera. 
 
A través de que peajes se recuperara la inversión hecha en la prolongación de la avenida 
ciudad de Cali.  

“En este punto, es importante indicar que el Contrato de Concesión tiene como fuente principal de 
financiación el recaudo por concepto de peajes en las ocho (8) estaciones existentes: Mediacanoa, 
Paso La Torre, Cencar, Cerrito, CIAT, Estambul, Villa Rica y Rozo, incluye todas las obligaciones y 
actividades necesarias para el cumplimiento del objeto contractual, tanto en la etapa Preoperativa 
como en la etapa de Operación y Mantenimiento, así como también las labores complementarias y la 
asunción de los riesgos de construcción, geotécnicos, geológicos, ambientales, emergencias, de 
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operación, administrativos, financieros y todos los demás que se desprenden de las obligaciones del 
Concesionario de manera global”  (negrilla fuera del texto) 

Es decir, que todas las obras contratadas con el concesionario, se pagan con los recursos de 
los peajes señalados en la contestación, de los cuales cinco (5) están en nuestro 
municipio de Palmira, cuales son: Paso de La Torre, Cencar, CIAT, Estambul, Rozo los 
dos restantes Villa rica se encuentra ubicado en el departamento del cauca y el de 
Cerrito en el municipio del Cerrito y Media Canoa Yumbo, en Yumbo. 

Así las cosa, los usuarios de estas vías al pagar la respectiva tasa de peaje, pagan por 
todas las obras a ejecutar, por ejemplo: al movilizarnos de Palmira a Cali como para 
nosotros es habitual, pagamos, financiamos, (sin transitarlas) las obras 
correspondientes a los siguientes tramos: 

Cali – Jamundí ; Jamundí – Villa Rica ; Cali – Candelaria ; Media Canoa – Yumbo 

Cerrito - Palmira 

Más claro: estamos pagando por el “servicio” de vías que no estamos utilizando, lo 
cual desvirtúa la esencia de la tasa que es, como lo explicó la Corte en la Sentencia T-
258 de 1995:  el "peaje" consiste en la tasa o retribución que el usuario de una vía 
pública paga por su utilización, con el fin de garantizar la existencia y el adecuado 
mantenimiento, operación y desarrollo de una infraestructura vial que haga posible y 
eficiente el transporte terrestre. 

A partir de los textos constitucionales y legales y de la doctrina se ha señalado en 
este sentido que se denomina "tasa" a un gravamen que cumpla con las siguientes 
características: 
 

Su finalidad es la de recuperar el costo de lo ofrecido y el precio que paga el usuario 
guarda una relación directa con los beneficios derivados de ese bien o servicio;” 
 

Al estudia la constitucionalidad del artículo 21 de la ley 105 de 1993 la Corte 
Constitucional dijo: 

“Cuarta. -  Análisis del artículo 21 de la ley 105 de 1993, demandado. 
 
“Lo expuesto permite analizar el artículo demandado. Y de su examen, como se verá, se deduce 
que en nada quebranta el artículo 338 de la Constitución.  Para llegar a esta conclusión no es 
menester dedicarse a complicadas lucubraciones. 
 
En primer lugar, la norma acusada impone, clara e inequívocamente, un límite a la cuantía de 
los costos recuperables. Este límite lo establece el literal a), al determinar que “Los ingresos 
provenientes de la utilización de la infraestructura de transporte, deberán garantizar su 
adecuado mantenimiento, operación y desarrollo”. Una tarifa exagerada, superior 
desproporcionadamente a lo necesario para el mantenimiento, la operación y el desarrollo del 
servicio, implicaría una posible violación de la ley. 
 
La fijación de las tarifas, tasas y peajes, está sujeta a un criterio de igualdad, establecido por 
el literal b), que ordena cobrarlas a todos los usuarios, y exceptúa solamente a quienes 
transiten en bicicletas y motocicletas. 
 
El literal c) asigna a “las autoridades competentes” la facultad de determinar las tasas y tarifas.  
Sería absurdo pretender que la ley enumerara todas las autoridades que pueden ejercer esta 
atribución. Sin embargo, no hay lugar a ningún equívoco: en la ley o en el reglamento, se 
asignan las competencias de las autoridades (artículos 121, y 122, inciso primero, de la 
Constitución).  Por eso, en esta materia se sigue la regla general: sólo puede ejercer esta 
atribución la autoridad competente según la ley. (…)” 
 
Ocasionalmente caben criterios distributivos como las tarifas diferenciales; 
 
Un ejemplo típico son las tarifas de los servicios públicos domiciliarios. 
 
(…) 
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Cabe precisar que el artículo 21 de la Ley 105 de 1993 tal como quedó reformado por el artículo 1° de la 
Ley 787 de 2002 alude igualmente al concepto de peaje, al tiempo que el parágrafo 4 del mismo artículo 
señala que lo allí dispuesto se entiende aplicable a “las vías concesionadas” por lo que se hacen 
necesarias algunas precisiones sobre ese concepto y sobre el alcance de la exoneración de pago 
señalada en la norma acusada en esa última hipótesis. 
 

Como lo explicó la Corte en la Sentencia T-258 de 19953  el "peaje" consiste en la tasa o 
retribución que el usuario de una vía pública paga por su utilización, con el fin de garantizar la 
existencia y el adecuado mantenimiento, operación y desarrollo de una infraestructura vial que 
haga posible y eficiente el transporte terrestre.” 
 
Cuando la Corte en la sentencia señalada anteriormente, precisa que: “…las tarifas serán 
diferenciales, y se fijarán en proporción a las distancias recorridas, (…) Esta disposición, 
racionalmente interpretada, no permite la arbitrariedad en la fijación de las tasas o tarifas.” 

Ojo Honorable Magistrado, la Corte de manera clara y precisa señala, que esta 
disposición racionalmente interpretada y agregaría, aplicada, no permite 
arbitrariedad; en este caso, está sucediendo todo lo contrario, y por donde se mire, 
abunda la irracionalidad y la arbitrariedad. 

Así las cosas, Honorable Magistrado, ¿cómo puede hablarse de equidad, cuando 
somos los palmiranos sitiados por cinco peajes, quienes debemos soportar   el peso 
económico en que se sustenta la concesión? 
 
No es justo Honorable Magistrado, que estando Palmira sitiada por cinco peajes como 
se ha manifestado anteriormente, no haya recibido los beneficios que por ley le 
corresponden, según el artículo adelante citado.  

 
CONCEPTO PREVIO VINCULANTE: 

Desde el año 2000, como lo establecía en el numeral 10 del Decreto 101 de 2000, se 
ha venido conservando como requisito previo al establecimiento de un peaje, la 
expedición del concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes que deban 
cobrarse por el uso de las vías a cargo de la nación, como posteriormente lo dispuso 
el Decreto 2053 de 2003 en su artículo 5.14, y el actualmente vigente Decreto 087 de 
2011 que en su artículo 6.14 le impone una obligación al Ministro del Transporte. Reza 
el citado decreto: 
 
“6.14. Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema 
Nacional de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes 
que deban cobrarse por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, 
distritos y municipios.”  
 
Anexo modelo de resolución de un concepto previo vinculante. (folios 103 a 113) 
 
El 19 de septiembre del año en curso, mediante derecho de petición solicito 
información sobre la existencia del concepto previo vinculante de las estaciones de 
peajes ubicadas en el municipio de Palmira con cuyo recaudo se financiaran las obras 
de la nueva malla vial, según el artículo 6.14 del decreto 087 de 2011, el cual fue 
respondido el 03 de octubre del presente con radicado 20225000310431. Con una 
respuesta más que olímpica que deja evidenciar que el exigido concepto vinculante 
previo no existe. Así respondieron: (folio 114 y115) 
 
“En virtud del proceso VJ-VE-APP-IPB-001-2020 de 6 de abril de 2020, la ANI adjudicó y celebró 
con la Sociedad CONCESIONARIA RUTAS DEL VALLE S.A.S., el Contrato de Concesión No.001 
del 9 de junio de 2021, cuyo objeto, de conformidad con lo señalado en el numeral 2.1 “Objeto” 
de la parte general del contrato, es: “El presente Contrato de concesión bajo un esquema de 
asociación público privada de Iniciativa Pública en los términos de la Ley 1508 de 2012, tiene por 
objeto el otorgamiento de una concesión para que, de conformidad con lo previsto en este contrato, 

 
3 M.P. Antonio Barrera Carbonell 
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el Concesionario, por su cuenta y riesgo, lleve a cabo el Proyecto. El alcance físico del Proyecto 
se describe en la Parte Especial y en el Apéndice Técnico 1.” 

Es importante manifestar respecto de su pregunta que de conformidad con los 
documentos del contrato y sus apéndices no está prevista la instalación de nuevas 
estaciones de peaje manteniendo la   ya existentes para la financiación del proyecto a saber: 
Villa Rica, Mediacanoa, Paso La Torre, Cencar-Rozo, CIAT, Estambul y Cerrito. De esta 

manera esperamos haber atendido su solicitud.” (folio 115) 

Esta respuesta en nada se asemeja al modelo de resolución de concepto previo 
vinculante que se anexa. (folios 103 a 113) 

Ante esta respuesta, que tiene tanto de imprecisa como de evasiva, instaure 
una acción de tutela para que se respondiera de fondo, la cual fue fallada el día 
29 de noviembre del 2022, mediante Sentencia Nro. 099 (folio 116 a 124)  

Del relato de las actuaciones que de manera precisa hace el Señor Juez en la 
sentencia, se desprende que la accionada no aporto la respuesta al despacho y 
en consecuencia, este le ordena dar contestación de fondo. 

Honorable Magistrado, yo no estaba solicitando información sobre el 
establecimiento de nuevas casetas de peajes, que fue el sentido que le dieron a 
la respuesta, lo cual indica, que dicho requisito del concepto previo vinculante 
no existe, de haber sido así, hubieran aportado el acto administrativo.  

Sobre el incumplimiento del requisito del concepto previo vinculante, el Honorable 
Consejo de Estado, en reciente sentencia del 17 de marzo de 2022, bajo el Radicado 
11001032400020110021000, actuando como Magistrado Ponente el Doctor Hernando 
Sánchez S, en el cual se demandó la Resolución 003205 del 04 de agosto de 2010, en 
virtud de la cual se autorizaba la instalación de una caseta de peaje en la vía 
COVEÑAS – TOLU – TOLU VIEJO preciso:  
 
“No cabe duda que a este último género pertenecen las decisiones políticas sobre peajes, cuyo 
establecimiento no puede ser visualizado como un asunto puramente local ya que tiene consecuencias 
regionales y aun nacionales puesto que rebasa la dimensión local y proyecta sus efectos más allá de 
los entes territoriales ubicados en su área de influencia, y tiene repercusiones nacionales y 
transnacionales pues incide significativamente en la circulación de sujetos, bienes y servicios, por lo que 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 208 de la Constitución Política, la formulación de su 
política general debe hacerla el Estado a través del Ministro del Transporte. 

Desde esta perspectiva, juzga la Sala que la disposición acusada constituye cabal materialización 
de la facultad de «formular las políticas atinentes a su despacho» que bajo la dirección del 
Presidente de la República le corresponde desarrollar al Ministro de Transporte «con el fin de 
fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes un marco jurídico que garantice un 
orden político, económico y social justo» (artículo 208 de la C.P. y Preámbulo) por lo que con ella no 
se vulnera ni la Constitución Política ni la ley, motivo por el cual, en los términos de esta providencia, se 
desestimarán por esta Sala las pretensiones de la demanda.[…]”. (Negrilla y subrayado fuera de texto). 

(…) 
Análisis del caso en concreto 

Así las cosas, el numeral 5.14 del artículo 5º. del Decreto 2053 de 2003, estableció: 

“[…] Artículo 5º. Funciones del Despacho del Ministro. Además de las funciones que determina el 
artículo 61 de la Ley 489 de 1998, le corresponden las siguientes: 

[…] 

5.14 Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema 
Nacional de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes 
que deban cobrarse por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, 
distritos y municipios. 

 

28. Respecto del concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes, previsto en el numeral 
10 del artículo 6º. del Decreto 101 de 2000, el cual se reprodujo de forma idéntica casi en su 
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totalidad en el numeral 5.14 del artículo 5º. del Decreto 2053 de 2003, esta Sala en la providencia 
de 8 de noviembre de 2001, consideró que: i) se requiere de esta valoración desde el punto 
de vista técnico y de conveniencia para el establecimiento del peaje y su conformidad con la 
política general en la materia cuya formulación es competencia del Ministro de Transporte; 
y, ii) constituye la materialización de la facultad de formular las políticas vinculadas a su Despacho, 
en particular la atinente a los peajes, la cual tiene relevancia no solamente local, sino también 
genera consecuencias y repercusiones a nivel regional y nacional, incluso en el ámbito 
transnacional. 
 

(…) 
 

Tampoco lo establece ni se puede colegir de la lectura del numeral 5.15 del artículo 5º. del 
Decreto 2053 de 2003, que con la expedición del acto administrativo de autorización de instalación 
de la caseta de peaje y la fijación de la tasa que se cobrará a los usuarios, por parte del Ministro 
de Transporte, se entiende conferido el concepto vinculante previo del numeral 5.14 idem que 
debe emitir el mismo Despacho. 

 
(…) 
 

Si bien uno de los considerandos de la Resolución 003205 de 2010, señaló que de acuerdo con el 
“ESTUDIO SOCIOECONÓMICO Y DE TRÁNSITO PARA LA INSTALACIÓN DE UNA ESTACIÓN DE PEAJE EN LA VÍA 
COVEÑAS – TOLÚ - TOLUVIEJO RUTA 90” realizado por el ingeniero Roberto Enrique Salom Salom, y 
además unas reuniones adelantadas con los Alcaldes de Coveñas, Tolú y Toluviejo, los Concejos 
Municipales, el Gremio Transportador y la Comunidad de dichos municipios, se acordó la instalación 
del peaje, dicho documento no es el exigido por el numeral 5.14 del artículo 5º. del Decreto 2053 
de 2003, puesto que como se explicó en líneas precedentes, es el concepto vinculante previo 
emitido por el Ministro de Transporte. 

En ese orden de ideas, la Resolución 003205 de 2010, modificada por la Resolución 005258 del 
mismo año, expedidas por el Ministro de Transporte, vulneraron lo dispuesto en el numeral 5.14 
del artículo 5º. del Decreto 2053 de 2003, al no contar con el concepto vinculante previo a la 
autorización del establecimiento de la caseta de peaje y fijación del cobro de la tasa a los 
usuarios de la ruta No. 90 de la Vía COVEÑAS - TOLÚ - TOLUVIEJO, localizada en el PR 55+800 con 
una cobertura de 36 kilómetros, estación denominada El Golfo, posteriormente modificada su ubicación 
al PR 56+150 mediante la Resolución 005258 de 2010.(negrilla fuera del texto) 

 

Frente al cargo de expedición irregular del acto administrativo 

Esta Sala ha considerado que se configura la expedición irregular como causal de nulidad cuando 
se desconocen las normas que regulan los requisitos o procedimientos legales exigidos para la 
expedición del acto administrativo, lo cual comprende las etapas previas a su expedición, esto es, 
los requerimientos relativos a la forma en que deben materializarse. 
 
En la expedición de la Resolución 003205 de 2010, modificada por la Resolución 005258 de 2010, 
se pretermitió el cumplimiento de un requisito establecido en el numeral 5.14 del artículo 5º. del 
Decreto 2053 de 2003, referente a la emisión del concepto vinculante previo al establecimiento 
del peaje, configurándose la expedición irregular de los actos administrativos acusados. 
 

Conclusiones 
 
Aun cuando en los considerandos de la Resolución 003205 de 2010, se mencionó el “ESTUDIO 
SOCIOECONÓMICO Y DE TRÁNSITO PARA LA INSTALACIÓN DE UNA ESTACIÓN DE PEAJE EN LA VÍA 
COVEÑAS – TOLÚ - TOLUVIEJO RUTA 90” y unas reuniones efectuadas con las autoridades locales, 
gremios y la comunidad, este documento no es el concepto técnico, que también debe valorar 
la conveniencia del establecimiento del peaje y que se debe emitir: i) de conformidad con la 
política general en esta materia, cuya formulación compete al Ministro.” 
 
En este caso, al igual que el anterior, se pretermitió el cumplimiento de un requisito 
establecido en el numeral 6.14 del Decreto 087 de 2011, referente a la emisión del 
concepto vinculante, previo al establecimiento del peaje, configurándose una 
omisión al deber de expedir dicho acto administrativo. Reza la norma. 
 
 “6.14. Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema Nacional 
de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes que deban cobrarse 
por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, distritos y municipios.” 
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En tal virtud, el consejo de estado declaro nula la resolución mediante la cual se 
determinó establecer el peaje en la LA VÍA COVEÑAS – TOLÚ - TOLUVIEJO RUTA 90 
 
 
4). VIAS NACIONALES Y AUTONOMIA ADMINISTRATIVA DE LOS MUNICPIOS. 
 
HUNDIMIENTO (DEPRIMIDO) DE LA CALLE 42 CARRERAS 25 A 32. PALMIRA. 
 
El proyecto de la nueva malla vial, contempla el hundimiento de la calle 42 entre 
carreras 25 a 32 (folios 55 y 60 y 6) obra que tendrá una duración de cuarenta y ocho 
(48) meses, es decir, dos (2) años, tiempo en el cual se afectara el sector comercial 
de toda esta área con una parálisis total. 
 
A los afectados con esta obra, a última hora, solamente se les ha comunicado (no 
socializado) sobre la obra que se llevara a cabo, sin que hasta el momento se haya 
planteado alguna solución a las aproximadamente mil familias que se afectaran.   
 
El Congreso de la Republica expidió la ley 1682 del 2013, “Por la cual se adoptan 
medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se 
conceden facultades extraordinarias.”, que en su aparte pertinente reza: 
 
“ARTÍCULO  10. Proyectos de infraestructura de transporte con intervención urbana y rural de la 
red secundaria o terciaria. En los proyectos de infraestructura de transporte de utilidad pública e interés 
social a cargo de la Nación que requieran intervenciones urbanas o rurales en vías de la red secundaria 
o terciaria para su desarrollo, se suscribirá un convenio de colaboración y coordinación con la 
Autoridad Territorial correspondiente en el que se establezcan las responsabilidades que cada una de 
las partes asume en la ejecución de las actividades relacionadas con el proyecto. 

En caso de no llegar a un acuerdo en un término de noventa (90) días, la entidad responsable del 
proyecto a cargo de la Nación continuará con el proyecto de infraestructura de transporte, 
entregando a la entidad territorial un documento que dé cuenta de la revisión de la viabilidad del 
proyecto de la nación, se ajuste al Plan de Desarrollo Territorial y las acciones de mitigación de 
impactos sobre el territorio a intervenir.” 

No se evidencia Honorables Magistrados, la existencia del convenio de que trata el 
artículo anterior. 

Cuando se le requirió a la alcaldía copia del mencionado convenio, como es costumbre en 
esta administración, faltando uno o dos días para vencerse el termino para contestar, 
respondieron que consultarían con la INVIAS sobre la existencia del mencionado convenio. 
(folio 125) 

Al verse presionada por la existencia de una acción de tutela que amparara el derecho 
petición, apresuradamente y  como el mago que saca un conejo de un sombrero, aportaron 
lo que es un remedo de convenio, (folios 129 a 139) , el cual carece de fecha y de firmas, 
y  por el trámite vergonzoso que se le dio al derecho de petición en virtud delo cual se aportó 
dicho documento, indica que corresponde al año 2020 o 2021. 

Indica lo anterior, que ni antes de adjudicarse el contrato, ni en el contrato existe 
evidencia del cumplimiento el anterior requisito que tiene que ver directamente con el 
respeto al principio de autonomía territorial, sobre el cual nos centraremos ahora, trayendo 
a colación varias sentencias de la Honorable Corte Constitucional, así: 

 
SENTENCIA C- 077 DE 2017 
 
“El principio de autonomía territorial de las entidades territoriales en la planeación territorial.  
 
84. El Estado colombiano, conforme al artículo 1º de la Constitución, está “organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales…”. De esta forma 
la Constitución establece un modelo institucional fundado en la armonización de la distribución de 
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competencias entre la Nación y las entidades territoriales, es decir, entre dos principios que definen la 
organización territorial en el modelo constitucional de 1991: el principio de organización territorial unitaria 
del Estado y el principio de autonomía de las entidades territoriales. Dicha distribución está 
enmarcada en los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad (C.P. Art. 288). Al 
respecto, esta Corporación, en la sentencia C-535 de 1996, afirmó que “[l]a unidad así expresada no 
puede entonces confundirse con centralismo y hegemonía pues la forma de Estado unitaria no choca 
con el reconocimiento de la diversidad territorial” 4. 
 
85. El principio de autonomía territorial, consagrado en el artículo 287 de la Constitución, establece los 
siguientes derechos de las entidades territoriales: “1. Gobernarse por autoridades propias. 2. Ejercer 
las competencias que les correspondan. 3. Administrar los recursos y establecer los tributos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 4. Participar en las rentas nacionales”. Dichos 
“derechos constituyen el contenido mínimo de la autonomía de las entidades territoriales, 
implican un poder de dirección tanto política como administrativa en el ámbito territorial 
respectivo, son exigibles a las autoridades superiores del Estado y deben ser respetados por éstas por 
ser esencial dicha institución en la estructura del Estado colombiano”5 (Negrilla fuera del texto). En otros 
términos, el núcleo esencial del principio de autonomía territorial está conformado por los 
derechos mencionados, de los que deviene la dirección política y administrativa de los entes 
territoriales. 
 
86. Por un lado, la dirección política “se manifiesta como un poder de dirección política, que le es 
atribuido a cada localidad por la comunidad a través del principio democrático, y en especial al 
municipio que se constituye en la entidad territorial fundamental de la división político-
administrativa del Estado (CP. art. 311)”6. Y, por otro lado, la dirección administrativa se refiere a 
la potestad de las entidades territoriales de gestionar sus intereses. Este poder está ligado a “la 
soberanía popular y a la democracia participativa, pues se requiere una participación permanente 
que permita que la decisión ciudadana se exprese sobre cuales (sic) son las necesidades a 
satisfacer y la forma de hacerlo (CP art. 1º, 2º y 3º). El poder de dirección del que gozan las 
entidades territoriales se convierte así en pieza angular del desarrollo de la autonomía. A través 
de este poder, expresión del principio democrático, la comunidad puede elegir una opción distinta 
a la del poder central. La satisfacción de intereses propios requiere la posibilidad de que existan 
en cada localidad opciones políticas diferentes, lo cual no atenta contra el principio de unidad, 
pues cada entidad territorial hace parte de un todo que reconoce la diversidad”7. 
 
87. En síntesis, la jurisprudencia de esta Corporación ha identificado dos justificaciones principales, 
además de las normas constitucionales respectivas, de la autonomía de las entidades territoriales. En 
primer lugar, supone el reconocimiento del municipio como “el ente idóneo para solucionar los 
problemas locales en la medida en que conoce realmente las necesidades a satisfacer, y tiene el 
interés para hacerlo por hallarse en una relación cercana con la comunidad. Así, al acercar la 
acción estatal al ciudadano, se fortalece la legitimidad a través de la gestión territorial”8. Y, en 
segundo lugar, con el reconocimiento de las autoridades locales como aquellas que materializan la 
soberanía y la democracia participativa en el ámbito local, para responder a las necesidades de cada 
comunidad. 
 
(…) 
 
89. De manera que, “la interpretación de las posibilidades o ámbitos en que se desarrolla la autonomía 
territorial no puede desconocer que las instituciones, procedimientos y las competencias que la concretan 
existen y se desarrollan en un Estado que, de acuerdo con el artículo 1 de la Constitución, ha adoptado 
una forma de organización territorial unitaria”9. Esta Corporación reiteró10 en la sentencia C-123 de 2014 
que “el principio de autonomía debe desarrollarse dentro de los límites que impone la forma unitaria de 
Estado, lo cual no puede llevar a que el legislador o los operadores jurídicos desconozcan la 
obligación que tienen de respetar un espacio esencial de autonomía cuyo límite lo constituyen 
los contenidos expresamente reconocidos por la Constitución”11 (Negrilla fuera de texto). Al 
respecto también afirmó: “el principio unitario permite la existencia de parámetros generales que deban 
seguirse en todo el territorio del Estado, mientras que el principio de autonomía territorial exige la 
salvaguarda de un espacio de decisión propia a las autoridades territoriales”12.  

 
4 Corte Constitucional, Sentencia C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
5 Corte Constitucional, Sentencia C-554 de 2007, M.P. Jaime Araujo Rentería. 
6 Corte Constitucional, Sentencia C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
7 Corte Constitucional, Sentencia C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero 
8 Corte Constitucional, Sentencia C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
10 Al respecto ya se había pronunciado en las sentencias C-535 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero; C-579 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett 

y C-149 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
11 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
12 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
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90. Así pues, la armonización de los principios analizados exige su coexistencia en pleno equilibrio. En 
palabras de esta Corporación, “la interpretación y aplicación de estos principios debe estar encaminada 
a obtener su pleno equilibrio y coexistencia, sin que ninguno de ellos sea absoluto en perjuicio del otro: 
el concepto de unidad del Estado colombiano no puede ser utilizado como pretexto para 
desconocer la capacidad de autogestión de las entidades territoriales, y a su turno, la autonomía 
de las entidades territoriales no puede ser entendida de manera omnímoda, hasta el punto de hacer 
nugatorias las competencias naturales de las instancias territoriales centrales”13 (Negrilla fuera del 
texto).  
  
91. Bajo el contexto analítico anterior, la armonización de los principios de organización territorial y de 
autonomía de los entes territoriales implica la determinación de competencias entre la Nación y las 
entidades territoriales. En la sentencia C-931 de 2006, esta Corporación afirmó que: “el legislador 
deberá tener en cuenta que el contenido esencial de la autonomía se centra en la posibilidad de 
gestionar los propios intereses (C.P. art 287), una de cuyas manifestaciones más importantes es 
el derecho a actuar a través de órganos propios en la administración y el gobierno de los asuntos 
de interés regional o local. Tal derecho, contenido de manera expresa en el artículo 287 Superior, hace 
parte del núcleo esencial de la autonomía, indisponible por el legislador. // No obstante lo anterior, es 
claro que, para preservar el interés nacional y el principio unitario, corresponde al legislador establecer 
las condiciones básicas de la autonomía y definir, respetando el principio de subsidiariedad, las 
competencias del orden nacional que deberán desarrollarse conforme al principio de coordinación, que 
presupone unas reglas uniformes y una pautas de acción que, sin vaciar de contenido el ámbito de 
autonomía territorial, permitan una armonización de funciones”14. 
 
(…) 
 
94. La sentencia C-149 de 2010 definió el principio de concurrencia como aquel que reconoce, “en 
determinadas materias, [que] la actividad del Estado debe cumplirse con la participación de los 
distintos niveles de la Administración. Ello implica, en primer lugar, un criterio de distribución de 
competencias conforme al cual las mismas deben atribuirse a distintos órganos, de manera que se 
garantice el objeto propio de la acción estatal, sin que sea posible la exclusión de entidades que, en razón 
de la materia estén llamadas a participar. De este principio, por otra parte, se deriva también un mandato 
conforme al cual las distintas instancias del Estado deben actuar allí donde su presencia sea necesaria 
para la adecuada satisfacción de sus fines, sin que puedan sustraerse de esa responsabilidad”. 
Estableció que el principio de coordinación “tiene como presupuesto la existencia de 
competencias concurrentes entre distintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio 
se haga de manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y 
conducente al logro de los fines de la acción estatal. (…)   
 
95. En pocas palabras, las leyes que fijen competencias de los distintos niveles de participación deben (i) 
garantizar la participación de las entidades cuya intervención sea necesaria para lograr la 
materialización de la acción estatal, (ii) permitir el ejercicio armónico de las competencias de la Nación 
y de las entidades territoriales; y, por último, (iii) reconocer que, en virtud del principio de subsidiariedad, 
el Estado debe intervenir en el nivel más próximo al ciudadano y que únicamente le corresponde a las 
autoridades de mayor nivel central actuar cuando estas se muestren incapaces o ineficientes para cumplir 
efectivamente con sus responsabilidades. Ello es coherente con el artículo 311 de la Constitución 
Política, que estableció “[a]l municipio como entidad fundamental de la división político 
administrativa del Estado…”, por considerar que es el nivel administrativo más cercano a la 
participación ciudadana en la toma de decisiones que tengan un impacto directo sobre sus vidas. 
 
(…) 
 
La competencia de las autoridades territoriales para la reglamentación del uso del suelo. 
 
100. La Constitución determinó que el concejo municipal es la autoridad competente para la 
reglamentación del uso del suelo y la expedición de normas para preservar y defender el patrimonio 
ecológico y cultural de los municipios (Arts. 311 y 313 numerales 7 y 9 C.P.). Lo anterior es congruente 
con el principio de subsidiariedad expuesto previamente y con la comprensión del municipio “como entidad 
fundamental de la división político administrativa del Estado…”15.  
 
101. Como se observa, la Constitución atribuye de manera directa e inequívoca a las autoridades 
municipales la competencia de “reglamentar los usos del suelos y, dentro de los límites que fije la ley, 

 
13 Corte Constitucional, Auto 383 de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
14 Corte Constitucional, Sentencia C-931 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil. En este mismo sentido también se pronunció esta Corporación en las sentencias C-

554 de 2007, M.P. Jaime Araujo Rentería y C-149 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
15 Constitución Política de 1991, Artículo 311 
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vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados 
a vivienda” (Constitución Política, Art. 313 numeral 7); y, de “dictar las normas necesarias para el control, 
la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio” (Constitución Política, Art. 313 
núm. 9). Lo anterior es coherente con la interpretación que esta Corporación ha planteado sobre la 
regulación de ordenamiento territorial, que: 
 
“La función de ordenamiento territorial, y dentro de ella con especial relevancia la de determinar los usos 
del suelo, afectan aspectos axiales a la vida en comunidad y llegan a determinar el modelo de desarrollo 
y, por consiguiente, las condiciones de vida en aspectos como el económico, el social, el cultural, el 
ambiental, el urbanístico, entre otros”16. 

 
Al ser estos los aspectos que Constitución y ley entienden que conforman el ordenamiento territorial, se 
evidencia la trascendencia de la función asignada a concejos distritales y municipales por los artículos 311 
y 313 numeral 7, lo relevante que resulta la participación en la reglamentación de los usos del suelo por 
parte de estas autoridades y lo fundamental que es que en un Estado unitario, con autonomía de sus 
entidades territoriales y que adopta como pilar fundamental la participación de sus habitantes en las 
decisiones que los afectan, se entienda el papel de estas corporaciones como un elemento identificador 
de la esencia y determinador del desarrollo práctico del régimen territorial previsto por la Constitución.”17 

 
102. En este mismo sentido la Ley 1454 de 201118 indica en el artículo 2° que “El ordenamiento territorial 
es un instrumento de planificación y de gestión de las entidades territoriales y un proceso de construcción 
colectiva de país, que se da de manera progresiva, gradual y flexible, con responsabilidad fiscal, tendiente 
a lograr una adecuada organización político administrativa del Estado en el territorio, para facilitar el 
desarrollo institucional, el fortalecimiento de la identidad cultural y el desarrollo territorial, entendido este 
como desarrollo económicamente competitivo, socialmente justo, ambientalmente y fiscalmente 
sostenible, regionalmente armónico, culturalmente pertinente, atendiendo a la diversidad cultural y físico-
geográfica de Colombia. // La finalidad del ordenamiento territorial es promover el aumento de la capacidad 
de descentralización, planeación, gestión y administración de sus propios intereses para las entidades e 
instancias de integración territorial, fomentará el traslado de competencias y poder de decisión de los 
órganos centrales o descentralizados del gobierno en el orden nacional hacia el nivel territorial pertinente, 
con la correspondiente asignación de recursos. El ordenamiento territorial propiciará las condiciones 
para concertar políticas públicas entre la Nación y las entidades territoriales, con reconocimiento 
de la diversidad geográfica, histórica, económica, ambiental, étnica y cultural e identidad regional 
y nacional” (Negrilla fuera del texto). 
 
De la norma citada se tiene que el ordenamiento territorial está definido como una manifestación de la 
autonomía territorial, que reconoce en las entidades territoriales su eje axial, pues su finalidad es 
“promover el aumento de la capacidad de descentralización, planeación, gestión y administración 
de sus propios intereses para las entidades e instancias de integración territorial”. Para lo cual 
reconoce la necesidad de que exista una concertación de las políticas públicas entre la Nación y las 
entidades territoriales. Dicha concertación debe reconocer la diversidad de local, sus características 
propias. En ese sentido es razonable afirmar el rol fundamental de las autoridades locales para determinar 
cuáles son las necesidades de sus comunidades y para anticipar las consecuencias e impactos que el 
ordenamiento territorial diseñado pueda tener en los habitantes de un territorio específico. 
 
En otros términos, el ordenamiento territorial es competencia de los concejos municipales, en la medida 
que son la autoridad municipal más cercana al ciudadano que se verá afectado de manera directa por las 
decisiones que se tomen en torno a ese asunto. Ello garantiza que existan espacios de decisión y 
participación ciudadana de aquellos sobre quienes las repercusiones de diferente orden van a caer en el 
ámbito local, esto es sobre las personas y los territorios en los que se lleva a cabo la afectación del suelo.  
 

Sentencia C-138/20 

“LA ORGANIZACIÓN DEL TERRITORIO NACIONAL, EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y LA REGLAMENTACIÓN DE LOS USOS DEL SUELO  
 
“Sin embargo, en el ordenamiento jurídico nacional, la expresión ordenamiento territorial también es utilizada 
para referirse a las medidas de autogobierno y autogestión por parte de las entidades territoriales, para 
planear su desarrollo, a partir del componente físico urbano. Por lo tanto, el instrumento mediante el cual 
los concejos municipales y distritales, entre otras cosas, reglamentan los usos del suelo, se conoce como 
el Plan de Ordenamiento Territorial19 (Ley 388 de 1997). En este sentido, ordenamiento territorial tendría 

 
16 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
17 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
18 “Por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras disposiciones” 
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una segunda acepción diferente de la primera, ya no referida a la separación vertical del poder público, sino 
a la planeación autónoma del desarrollo de las entidades territoriales, en consideración de su propio 
territorio.  
 

a) La definición del ordenamiento territorial como instrumento de orden público y de planeación 
del desarrollo 
 
2.Por otra parte, el ordenamiento territorial es igualmente un instrumento de planeación del desarrollo de 
las colectividades públicas, denominadas en la Constitución entidades territoriales. Planear el desarrollo de 
las entidades territoriales consiste en una actividad prospectiva, política y técnica, de identificación de 
finalidades y la escogencia de los instrumentos para lograrlo, con la consideración adecuada de los riesgos 
a los que se exponen tales objetivos, en pro de la dirección ordenada de la actividad social, como medida 
anticipatoria y de guía de las actividades privadas y públicas. Entendida la planeación de tal manera, el 
ordenamiento territorial permite a las entidades territoriales, a través de la concepción, configuración y 
proyección de su espacio físico urbano y rural, con una visión de mediano y largo plazo, propender hacia 
fines de interés general como, por ejemplo, la protección, conservación y recuperación del medio ambiente, 
del patrimonio histórico, el desarrollo económico, comercial, industrial, social y cultural de la comunidad, la 
prevención de desastres y la efectividad de derechos como el medio ambiente sano, la vivienda digna, la 
recreación y el espacio público20. Es por esta razón que la función de ordenamiento territorial se relaciona 
estrechamente con la atribución de expedir planes de desarrollo21: en el nivel nacional, se trata del plan 
nacional de desarrollo, elaborado con la participación de las entidades territoriales22; igualmente, los 
departamentos tienen autonomía para “la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro 
de su territorio”23 y para ello, son funciones de las Asambleas Departamentales “2. Expedir las disposiciones 
relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, (…). 3. Adoptar de acuerdo con la ley los 
planes y programas de desarrollo económico y social y los de obras públicas (…)”24. Finalmente, en 
desarrollo de la autonomía reconocida a los municipios, la Constitución les reconoce la facultad de “ordenar 
el desarrollo de su territorio”25 y, por lo tanto, es función de los concejos municipales “2. Adoptar los 
correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social y de obras públicas”.  
 
2.La naturaleza del ordenamiento territorial como instrumento de planeación del desarrollo y su vínculo 
estrecho con los planes de desarrollo se explica incluso históricamente, teniendo en cuenta que las primeras 
normas relativas al ordenamiento territorial, fueron incluidas como componentes de los planes de 
desarrollo26 y, posteriormente, ambos instrumentos de planeación, adquirieron regulación propia.  
Igualmente, este vínculo fue reconocido por el artículo 21 de la Ley 388 de 1997, donde se dispuso la 
armonía de los planes de ordenamiento territorial, con el plan de desarrollo del municipio27. Por su parte, el 
artículo 2 de la Ley 1451 de 2011, orgánica de ordenamiento territorial, dispuso que: “El ordenamiento 
territorial es un instrumento de planificación y de gestión de las entidades territoriales y un proceso 
de construcción colectiva de país, que se da de manera progresiva, gradual y flexible, con responsabilidad 
fiscal, tendiente a lograr una adecuada organización político administrativa del Estado en el territorio, para 
facilitar el desarrollo institucional, el fortalecimiento de la identidad cultural y el desarrollo territorial, 
entendido este como desarrollo económicamente competitivo, socialmente justo, ambientalmente y 
fiscalmente sostenible, regionalmente armónico, culturalmente pertinente, atendiendo a la diversidad 
cultural y físico-geográfica de Colombia” (negrillas no originales). 
 
1. Lo anterior indica que los dos instrumentos de planeación a disposición de   las entidades territoriales, 
para   programar e impulsar su desarrollo social, ecológico y económico, son el ordenamiento territorial y 
la expedición de planes de desarrollo. Ahora bien, los municipios disponen de una función especial prevista 
en el numeral 7 del artículo del 313 de la Constitución, que consiste en “Reglamentar los usos del suelo”.  
De acuerdo con el Legislador, los concejos ejercen esa función mediante los denominados “planes de 
ordenamiento territorial”, instrumento de planeación en el que, a través de la fijación de objetivos, metas, 
políticas, directrices, estrategias y normas, se planea y programa el desarrollo del territorio. 
 

b) La reglamentación de los usos del suelo, una función subordinada  
(…) 

c) Las competencias concurrentes en los usos del suelo 
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3.No obstante que sean los concejos municipales y distritales los órganos constitucionalmente encargados 
de reglamentar los usos del suelo, el territorio municipal es, a la vez, parte del territorio departamental y, a 
su turno, integrante del territorio nacional. Esto implica que sobre el territorio confluyen diversos intereses28 
y, por lo tanto, en virtud del principio constitucional de concurrencia (artículo 288 de la Constitución), las 
competencias en la materia, no se agotan con la expedición de los POT29, por parte de los municipios. “Las 
competencias en materia urbanística y de ordenamiento territorial son objeto de distribución constitucional 
y de coexistencia de competencias concurrentes de regulación normativa entre los niveles central, 
departamental y municipal, como suele darse en un estado descentralizado y con autonomía de sus 
entidades territoriales”30. 
 
(…) 
 
   
2. Igualmente, la reglamentación de los usos del suelo está sometida a determinantes, definidos por el 
artículo 10 de la Ley 388 de 1997 como normas jerárquicamente superiores, expedidas por distintas 
autoridades administrativas, que deben ser tenidas en cuenta por los concejos al 
3.  momento de expedir el POT y que dan cuenta de la variedad de intereses que confluyen sobre 
el territorio y que, sobrepasan lo meramente local31.(…) 
 
Además de lo anterior, no se evidencia en el contrato la declaratoria de utilidad pública de que 
trata el CAPITULO I artículo 19   de la ley 1682 de 2013, que señala:  

CAPÍTULO I 

Gestión y Adquisición Predial 

ARTÍCULO  19. Definir como un motivo de utilidad pública e interés social la ejecución y/o 
desarrollo de proyectos de infraestructura del transporte a los que se refiere esta ley, así como el 
desarrollo de las actividades relacionadas con su construcción, mantenimiento, rehabilitación o 
mejora, quedando autorizada la expropiación administrativa o judicial de los bienes e inmuebles 
urbanos y rurales que se requieran para tal fin, de conformidad con el artículo 58 de la 
Constitución Política. 

 ARTÍCULO  20. La adquisición predial es responsabilidad del Estado y para ello la entidad pública 
responsable del proyecto podrá adelantar la expropiación administrativa con fundamento en el motivo 
definido en el artículo anterior, siguiendo para el efecto los procedimientos previstos en las Leyes 9ª de 
1989 y 388 de 1997, o la expropiación judicial con fundamento en el mismo motivo, de conformidad con 
lo previsto en las Leyes 9ª de 1989, 388 de 1997 y 1564 de 2012. 

 En todos los casos de expropiación, incluyendo los procesos de adquisición predial en curso, deben 
aplicarse las reglas especiales previstas en la presente ley. 

 La entidad responsable del proyecto de infraestructura deberá inscribir las afectaciones en el 
respectivo folio de matrícula inmobiliaria de los predios requeridos para la expansión de la 
infraestructura de transporte para el mediano y largo plazo y en cuanto sea viable 
presupuestalmente podrá adquirirlos. Para este caso, las afectaciones podrán tener una duración 
máxima de doce (12) años. 

De otra parte, Honorable Magistrado, a los recursos recaudados en los cinco (5) peajes 
ubicados en el municipio de Palmira desde el mes de agosto de 2017, mes y año en que 
termino el contrato de concesión Malla Vial del Valle del Cauca y Cauca y por lo tanto el INVIAS 
asumió su cobro y recaudo, a la fecha, no se les dado el destino señalado en el artículo 22 
de la ley 105 de 1993 que reza:   
 

“ARTÍCULO 22.- Destino de los recursos del peaje. En la asignación de los recursos 
del Instituto Nacional de Vías, recaudados por peajes, como mínimo será invertido el 
50%, para construcción, rehabilitación y conservación de vías en el respectivo 
departamento donde se recaude y el excedente en la respectiva zona de influencia.” 
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Mediante oficio con Radicado 20235000002051 del 04 de enero del 2023 (folio 144 a 
146) se anexa el cuadro del recaudo efectuado en los peajes  de Estambul, CIAT, La 
Torre, CENCAR y Rozo correspondiente a los meses de septiembre a diciembre del 
año 2021 y enero a noviembre del año 2022 (folio 146) cuyo recaudo asciende a la 
suma de $150.412.016.100, es decir, que no se está contabilizando desde el mes de 
agosto del año 2017 mes y año en que el invias asumió el cobre de la tarifas en los 
mencionados peajes. El mencionado contrato de concesión terminó el mes de agosto 
de 2017 y la infraestructura fue revertida a INVIAS a partir del 1 de noviembre de 2018, 
según oficio Rad. 20205000324611 del 26-10-2020 (folio 38 y 39). 

De conformidad con la norma descrita, es necesario señalar que no se ha cumplido con la 
obligación relativa a la inversión en obras como lo preceptúa la norma, pues se trata de la 
ejecución de la inversión forzosa prevista en la ley. En tratándose de una inversión forzosa, 
se debe concluir que se trata de una carga social, ya que las inversiones un ultimas favorecen a los 
ciudadanos de nuestro municipio.  

Se configura entonces un detrimento patrimonial, respecto del cual el Honorable 
Consejo de Estado se ha pronunciado así:  

“El derecho colectivo al patrimonio público alude no solo a "la eficiencia y transparencia en el manejo y 
administración de los recursos públicos sino también a la utilización de los mismos de acuerdo con su 
objeto y, en especial, con la finalidad social del Estado". En tal virtud, si el funcionario público o el 
particular administraron indebidamente recursos públicos, bien "porque lo hizo en forma negligente o 
ineficiente, o porque los destinó a gastos diferentes a los expresamente señalados en las normas, 
afectaron el patrimonio público". El concepto de patrimonio público "cobija la totalidad de bienes, 
derechos y obligaciones, que son propiedad del Estado y que se emplean para el cumplimiento de sus 
atribuciones de conformidad con el ordenamiento normativo". (…) 

Asimismo, el derecho colectivo a la defensa del patrimonio público implica que los recursos públicos sean 
administrados de manera eficiente, oportuna y responsable, de acuerdo con las normas presupuestales, 
con lo cual se evita el detrimento patrimonial. A su vez, el Consejo de Estado ha concluido en 
múltiples ocasiones "que la afectación de patrimonio público implica de suyo la vulneración al 
derecho colectivo de la moralidad administrativa" por cuanto generalmente supone "la falta de 
honestidad y pulcritud en las actuaciones administrativas en el manejo de recursos públicos" Por 
último, es preciso resaltar que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha reconocido que el derecho a 
la defensa del patrimonio público ostenta doble finalidad: "la primera, el mantenimiento de la integridad 
de su contenido, es decir prevenir y combatir su detrimento; y la segunda, que sus elementos sean 
eficiente y responsablemente administrados; todo ello, obviamente, conforme lo dispone la normatividad 
respectiva".(negrillas fuera del texto) ( Consejo de Estado, Sección Tercera; M.P. Jaime Orlando 
Santofimio.8 de junio de 2011,Rad.25000-23-26-000-2005-01330-01) 

La ausencia de un estudio socioeconómico y de tránsito para la instalación de las 
casetas de peajes mencionadas, así como la obra de hundimiento (deprimido) de la 
calle 42 entre las carreras 25 a 32, cuya construcción dura cuatro (4) años, perjudicara 
a los comerciantes instalados en el área de influencia de esta obra, quienes deberán 
cesar en su actividad comercial durante cuatro años. Palabras más, palabras menos, 
se verán abocados a la quiebra, y como esta obra no fue consultada ni socializada 
con ellos, esta es la hora que no saben lo que les espera a ellos y sus familias, 

MEDIDA CAUTELAR. 
Las medidas cautelares son proferidas con el fin de asegurar de manera preventiva los 
derechos que se discuten en un proceso judicial, sin embargo, ello no implica la 
prejudicialidad   del debate respecto de la existencia o no del derecho, simplemente su 
adopción se limita a hacer efectivo el goce del derecho que, eventualmente, podrá o 
no ser reconocido. En el caso de las acciones populares, las mismas se encuentran 
reguladas en los artículos 25 y 26 de la Ley 472 de 1998.así: 

Respecto a las medidas previas que se presentan en el trámite de las acciones populares, 
el H. Consejo de Estado ha dicho: 

“La ley 472 de 1998 le otorga amplias facultades al Juez Popular para que decrete cualquier medida 
cautelar para salvaguardar un derecho colectivo, lo cual no ocurre con el artículo 230 del CPACA, el cual 
limita el accionar del juez constitucional, únicamente a las medidas taxativamente consagradas, de suerte 
que, dicha norma resulta ser restrictiva y retrocede el campo avanzado en materia de protección de 
derechos  colectivos, razón por la cual, la Sala, en aras de armonizar la aplicación de las normas en 
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mención, entiende que el juez Popular sigue estando facultado para decretar  cualquier medida cautelar 
en particular si así lo considera necesario, las contempladas en el artículo 25 230 de la ley 472 de 1994 
y del CPACA, respectivamente. Advierte la Sala que la intención del legislador no fue derogar la ley 472 
de 1998 en relación con la posibilidad que tiene el juez de decretar cualquier medida cautelar, pues así 
se precisó en los antecedentes de la ley 1437 de 2011.” (Consejo de Estado, Sección Primera, Exp. 
00614-01 (AP) A, 26 de abril de 2013.C.P. Dra. María Elizabeth García González.) 

 

“En armonía con la importancia que la Constitución ha otorgado a los derechos colectivos susceptibles 
de amparo por vía de acción popular, de conformidad con la encomienda de protección efectuada por el 
artículo 89 constitucional, la ley 472 confirió especial relevancia a la protección anticipada o cautelar en 
esta materia. Así, en orden a reforzar la garantía jurisdiccional de estos derechos, el legislador definió un 
robusto sistema de salvaguarda previa, que busca dotar al juez de los poderes suficientes para asegurar 
una mayor y más eficaz tutela judicial efectiva. Con esta finalidad, y a la vista de los consabidos 
problemas de congestión y mora judicial que asedian al aparato judicial en Colombia, la ley autoriza al 
juez constitucional la adopción de medidas preventivas, protectoras, correctivas o restitutorias adecuadas 
para encarar los problemas que se le presentan sin que deba esperar para ello al momento de la decisión 
final. Puede adoptarlas antes, cuando quiera que cuente con elementos de juicio suficientes para 
fundamentar la convicción que está frente a una amenaza o una afectación tal del derecho que aguardar 
hasta el fallo supondría asumir el riesgo de configuración de un daño o afectación irreversible a los 
intereses litigados periculum in mora) y a una reclamación con la seriedad y visos de legitimidad 
suficientes para respaldar una decisión anticipada (fumus boni iuris)1.(…) 

Teniendo en cuenta estas disposiciones esta Sala ha señalado que el decreto de una medida previa en 
un juicio de acción popular está sujeto a los siguientes presupuestos de procedencia: 

“a) Que esté debidamente demostrado en el proceso la inminencia de un daño a los derechos 
colectivos o que el mismo se haya producido, esto con el fin de justificar la imposición de la 
medida cautelar, el cual es prevenir aquel daño que está por producirse o a hacer cesar aquel que 
ya se consumó; 

b). Que la decisión del juez al decretar la medida cautelar esté plenamente motivada; y 

c). Que, para adoptar esa decisión, el juez tenga en cuenta los argumentos contenidos en la petición que 
eleve el demandante, para que se decrete tal medida, lo cual, lógicamente, no obsta para que el juez 
oficiosamente, con arreglo a los elementos de juicio que militen en la actuación, llegue al convencimiento 
de la necesidad de decretar una medida cautelar y proceda en tal sentido”  

Retomando lo plasmado en párrafos anteriores sobre la aplicación de las normas del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Capítulo XI, frente al tema de medidas 
cautelares solicitadas en este medio de control de protección de derechos e intereses colectivos, se debe 
traer a colación lo precisado por el Consejo de Estado respecto de la medida cautelar de suspensión de 
actos administrativos, veamos: 

“La Jurisprudencia, de la Corporación ha desarrollado un amplio debate en torno a la posibilidad de 

examinar la legalidad de los actos administrativos en el trámite de las acciones populares4 y ha sostenido 
mayoritariamente que en tales casos el medio de amparo constitucional es procedente siempre y 
cuando el acto administrativo vulnere los derechos e intereses colectivos, situación que, de ser 

probada por el actor popular, faculta al Juez constitucional para suspender los efectos del acto5. 

Ello, en armonía con el artículo 144 del CPACA, según el cual “[…] Cuando la vulneración de los derechos 
e intereses colectivos provenga de la actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, 
inclusive cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro 
evento, pueda el Juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que 
sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos […]”.  

Ahora, en tratándose de la acción contencioso administrativa, la vulneración de los derechos e intereses 
colectivos dará lugar a la suspensión y/o anulación de los efectos del acto administrativo particular, 
siempre que la protección de tales derechos e intereses se invoquen como fundamento de la anulación. 

Vale la pena traer a colación la distinción entre ambas acciones en comento y su objeto de protección 
efectuada por la Sala en sentencia de 18 de mayo de 2006: “(…) 

Sobre el particular, la jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que los actos 
administrativos, como expresión de la acción de las autoridades públicas, también pueden ser 
fuente de amenaza o violación de los derechos colectivos, y que cuando ello se acredita su 
aplicación o ejecución puede ser suspendida con miras a proteger dichos derechos, dado que el 
pronunciamiento acerca de la nulidad de tales actos sólo puede ser emitido por el juez de lo 
contencioso administrativo. (…) 
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De la posición jurisprudencial del alto tribunal se puede colegir que la suspensión de los efectos de actos 
administrativos es procedente en este medio de control que nos ocupa, siempre que se encuentre 
acreditada la vulneración de los derechos colectivos a la moralidad administrativa. 

En lo que respecta a los aspectos que deben ser tenidos en cuenta a la hora de resolver sobre la 
suspensión provisional de un acto administrativo pedida como medida cautelar, esa Corporación ha 
destacado que debe atenderse a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 231 del CPACA, esto es, 
el Juez debe constatar si existe violación de las normas invocadas en la demanda o en la solicitud, 
para lo cual debe analizar el acto y confrontarlo con las normas superiores invocadas como violadas.  

“La Jurisprudencia, de la Corporación ha desarrollado un amplio debate en torno a la posibilidad de 

examinar la legalidad de los actos administrativos en el trámite de las acciones populares4 y ha sostenido 
mayoritariamente que en tales casos el medio de amparo constitucional es procedente siempre y cuando 
el acto administrativo vulnere los derechos e intereses colectivos, situación que, de ser probada por el 

actor popular, faculta al Juez constitucional para suspender los efectos del acto5. 

Ello, en armonía con el artículo 144 del CPACA, según el cual “[…] Cuando la vulneración de los derechos 
e intereses colectivos provenga de la actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, 
inclusive cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro 
evento, pueda el Juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que 
sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos (…)”.  

Ahora, en tratándose de la acción contencioso administrativa, la vulneración de los derechos e intereses 
colectivos dará lugar a la suspensión y/o anulación de los efectos del acto administrativo particular, 
siempre que la protección de tales derechos e intereses se invoquen como fundamento de la anulación. 

(…) 

 “De esta manera, cuando se pretende la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
procede a solicitud de parte cuando la violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la 
solicitud de medidas surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente 
se pretende el restablecimiento, será necesario que el actor acredite –al menos de manera sumaria- el 
perjuicio alegado en la demanda. 

Con esta disposición, la Ley 1437 de 2011 introdujo una variación importante en relación con los requisitos 
de la suspensión provisional de actos administrativos, pues mientras el artículo 152 del Código 
Contencioso Administrativo condicionaba la medida a que la infracción de la norma superior fuese 
manifiesta y surgiera únicamente de la confrontación directa entre el acto demandado y los preceptos 
invocados en la solicitud de imposición de la medida, el actual estatuto de procedimiento administrativo 
presenta un régimen más flexible que: i) no exige que la vulneración o violación sea ostensible o 
manifiesta; ii) permite analizar no solamente las normas invocadas en la solicitud sino también las que 
se señalen en la demanda; y (iii) faculta al juez para adentrarse en un análisis probatorio del material 
aportado con la solicitud de suspensión, a fin de establecer si el acto administrativo vulnera las normas 
invocadas y si, en consecuencia, es procedente decretar la medida solicitada. 

Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado: 

“(…) lo que en el nuevo Código representa variación significativa en la regulación de esta figura jurídico-
procesal de la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo acusado, con relación al 
estatuto anterior, radica en que antes era exigencia sine qua non que la oposición normativa apareciera 
manifiesta por confrontación directa con el acto o mediante los documentos públicos adicionales con la 
solicitud. (…) Ello excluía que el operador judicial pudiera incursionar en análisis o estudios, pues la 
trasgresión debía aparecer prima facie. Ahora, la norma da la apertura de autorizar al juez administrativo 
para que desde este momento procesal, obtenga la percepción de si hay la violación normativa alegada, 
pudiendo al efecto: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas, y 2°) 

que también pueda estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”8. 

En todo caso, quien solicita la aplicación de la medida debe llevar al juez los argumentos que le permitan 
adoptar una decisión con suficiencia, de manera que “la carga de argumentación y probatoria que debe 
asumir quien solicita la medida cautelar garantiza que el Juez tenga suficientes elementos de juicio para 
emprender esta valoración sin tener que desplegar un esfuerzo analítico propio de la fase final del juicio, 

ni renunciar ni relevarse del examen más profundo que debe preceder a la sentencia”9. (…) 

En atención a la naturaleza de la acción aquí incoada, mediante la cual no se persigue el restablecimiento 
de un derecho o una indemnización de perjuicios sino la declaratoria de nulidad de un acto administrativo, 
es claro que el análisis de los requisitos para que proceda la suspensión solicitada debe circunscribirse 
a la exigencia prevista en el inciso primero del artículo 231 del CPACA, esto es, únicamente a la 
condición de que resulte posible establecer que existe una violación de las disposiciones 
superiores invocadas en la solicitud o en la demanda, lo cual puede derivarse de su confrontación 

directa o de las pruebas allegadas con la solicitud.”10. (Texto resaltado por el Despacho) 
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Es necesario aclarar que tal precedente puede ser acogido aunque el medio de control que 
se tramita en este asunto corresponda a la acción popular, debido a que en materia de 
medidas cautelares debe aplicarse lo dispuesto en el CPACA, capítulo XI, como se señaló 
en párrafos anteriores, lo cual significa que debe observarse lo dispuesto en el artículo 231 
ibidem; luego entonces, si la medida solicitada es la suspensión de un acto 
administrativo, deberá procederse únicamente con el análisis de confrontación entre 
el acto y las normas superiores invocadas como violadas, sin tener que abordar las 
demás exigencias señaladas en dicha disposición normativa, como es el caso de la 
apariencia de buen derecho (numeral 1º) o la  causación  de un perjuicio irremediable si no 
se decreta la cautela (numeral 4.a) entre otros; eso sí y en todo caso, cuando se pida en el 
medio de control de protección de derechos e intereses colectivos, para decretarla deberá 
estar probado que el acto administrativo constituye la afectación a los derechos colectivos o 
al medio ambiente, pues el propósito de la medida cautelar, indistintamente la que se 
adopte, siempre debe ir encaminado a hacer cesar la amenaza o vulneración de los 
derechos colectivos, tal como lo indica expresamente el inciso 2º del artículo 144 del 
CPACA. 

 

SUSTENTACIÓN DE LA MEDIDA:  

a). Es claro, que, al vencerse el plazo de ejecución del contrato con la Unión Temporal Malla 

Vial del Valle de la Cauca y Cauca en el año 2017, y en virtud a que se trata de un contrato 
de concesión, la recuperación de la inversión efectuada por el concesionario ya se cumplió, 
de tal manera que, los costos que se asumen de ahí en adelante, corresponden al 
mantenimiento de la citada malla vial, y como es lógico, es mucho menos costoso 
frente a lo que fue la  construcción de la vía. 
 
De la definición que sobre el contrato de concesión que trae el artículo 32 de la ley 80 
de 1993, es suficiente para darnos cuenta Honorable Magistrado, que las obligaciones 
contractuales a cargo del concesionario fueron cumplidas a satisfacción como lo 
certifica la ANI, lo cual incluye como es lógico los costos invertidos por el 
concesionario durante toda la vigencia de ejecución del contrato, tanto en la 
construcción como en el mantenimiento fueron recuperados por este. Cabe indicar 
que, una vez concluida la etapa de construcción en el proyecto, entra la etapa de 
operación y se reitera, los costos no son los mismos, puesto que la etapa de 
operación se centra fundamentalmente a la recuperación de la inversión hecha por el 
concesionario en el proyecto.  

Es no solamente es legal, sino lógico y justo, que, al recuperarse los costos de la 
inversión de la concesión en la construcción de la malla vial, estos ya no pueden 
seguir impactando la tarifa del peaje, medio, a través de la cual estos costos fueron 
recuperados y es apenas lógico, que los costos del mantenimiento de dicha malla vial 
son ostensiblemente mucho más bajos que los de su construcción, más aun, como 
se anotó adelante, se trata de una vía sin tráfico pesado, y sin ningún tipo de 
fenómeno geológico que implique altos costos en su mantenimiento. 
  
De continuarse cobrando la tarifa plena del peaje como si todavía estuviera en ejecución el 
contrato de concesión, incurre la entidad INVIAS, en un enriquecimiento injustificado (sin 
causa), por cuanto, como se dejó anotado, la inversión ya fue recuperada, como se si tratara   
en este caso, de la ejecución de las obras establecidas en un contrato que ya expiro 
y con él sus estipulaciones. 
 

El enriquecimiento sin causa supone necesariamente el aprovechamiento de un patrimonio, 
el correlativo enriquecimiento del otro patrimonio, la ausencia de una causa justa jurídica 
susceptible de permitir ese enriquecimiento. 
 
Con relación al interés colectivo y a la moralidad administrativa, la jurisprudencia reiterada 
del Consejo de Estado ha sostenido, que si bien es cierto, este  es un concepto unívoco que 
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puede ser aplicado por el Juez de manera silogística, puesto que tiene una textura abierta32, 
no es menos cierto que su aplicación, en el caso concreto, debe ceñirse a los parámetros 
de comportamiento ético generalmente aceptados, de tal forma que, en el cumplimiento 
de sus funciones, los servidores públicos deben actuar con honestidad, consultando 
los intereses de la comunidad y conforme a los principios, valores y reglas de 
transparencia que limitan la actuación administrativa, en síntesis, la defensa de la 
moralidad administrativa se relaciona con la exigencia de un comportamiento ético 
frente a la dirección, ejercicio y gestión de la cosa pública, y en el caso que nos ocupa. 
 
Está claramente tipificada una conducta reprochable que afecta la moralidad administrativa 
por parte de la INVIAS, por cuanto, como ya se dijo, el cobro de la tarifa que pagan los 
usuarios de los señalados peajes debe legal, necesaria y justamente corresponder al 
valor del mantenimiento de las respectivas vías y no a un proceso de construcción 
que ya fue ejecutado por el anterior concesionario, Unión Temporal Malla Vial del 
Valle del Cauca y Cauca. 
 
Lo anterior se evidencia en el oficio INVIAS SEI-GPV-24843 del 14 de mayo del 2021 
en el cual expresan a folio 141: 
 
“10. Que, conforme a la información entregada por la Agencia Nacional de Infraestructura de acuerdo con el 
comportamiento histórico del recaudo de peaje de las estaciones del proyecto, con corte 31 de julio de 2017, se 
alcanzó el 100% del ingreso esperado del Concesionario, configurándose así una causal de 
terminación anticipada del Contrato de Concesión No. 005 de 1999. En consecuencia, de la obtención del 
ingreso esperado del Concesionario el 31 de julio de 2017, la etapa de reversión establecida por el termino 
de 15 meses en el Otrosí No. 11 al Contrato de Concesión No. 005 de 1999, culminaba el 31 de octubre de 
2018.” (negrilla fuera del texto) 
 
Además de lo anterior, hay un rompimiento del principio de la equidad tributaria, que desvirtúa 
el concepto que la hacienda pública le da a la TASA, por cuanto la tarifa del peaje que se está 
cobrando, no corresponde al costo de construcción de la vía, sino al mero mantenimiento. 
 

b). Igualmente, Honorable Magistrado, hay una violación flagrante del artículo 22 de la ley 
105 de 1993, cuando por parte de la entidad Estatal se ha omitido hacer en el municipio de 
Palmira las inversiones de que trata esa norma. 
 

c). Se viola de la misma manera, el principio de la equidad tributaria desarrollado por la 

Honorable Corte Constitucional relativo a las distancias que debe existir entre los peajes 
ubicados consecutivamente el uno del otro. Al respecto dice la corte:  
 
“Al establecer que las tarifas serán diferenciales, y se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y los costos de operación, la ley traza unas reglas 
suficientes para la actuación de las autoridades competentes.  La distancia recorrida, sumada a las 
características del vehículo y a los costos de operación, permite señalar hechos o factores 
como el deterioro de la vía, causado por su uso, o el beneficio que recibe el usuario.  Esta 
disposición, racionalmente interpretada, no permite la arbitrariedad en la fijación de las tasas 
o tarifas. 

Las tarifas diferenciales, además, demuestran que la ley se funda en la aplicación del principio de 
igualdad, al imponer un trato diferente, según el beneficio o provecho que reciba el usuario.  

Finalmente, el literal e) obliga a las autoridades encargadas de la determinación del peaje y de 
las tasas de valorización, a obrar con sujeción a un criterio de equidad fiscal. Y no se diga que 
ésta es una expresión ambigua o carente de contenido.  Hacerlo, implicaría sostener, 
erróneamente, que también son ambiguas o carecen de contenido las referencias expresas a 
la equidad en el sistema tributario, que aparecen en la Constitución (artículos 95, numeral 9, y 
363, inciso primero) 

 
32 (Consejo de Estado, Sentencia del 7 de junio de 2001, Sección Tercera, expediente A.P. 166) 
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En el texto clásico de Hacienda Publica de Ramírez Cardona, se define la tasa así: 

“La tasa se podría definir como un ingreso no definitivo del Estado, de contrapartida directa, 
personal y de parcial equivalencia, limitado por lo máximo al costo contable de un servicio así 
prestado.”  

Y dice más adelante: “…de modo que cubra su costo contable de producción.” (Ramírez 
Cardona, Hacienda Pública; cuarta edición; Editorial Temis, pgs: 212 y 214) 

2.En jurisprudencia reciente, la Sentencia C-287 de 2009 expresó las características esenciales de las 
tasas que las diferencian de los impuestos y las contribuciones:  

“Estas consideraciones han llevado a la Corte a identificar las características básicas de las tasas, las 
cuales las diferencian de los demás ingresos tributarios, como las contribuciones y los impuestos.  De 
este modo, ha previsto que (i) su finalidad es la de recuperar el costo de lo ofrecido y el precio que paga 
el usuario, por lo que guarda una relación directa con los beneficios derivados de ese bien o servicio; y 
(ii) ocasionalmente caben criterios distributivos como las tarifas diferenciales.  Igualmente, la 
jurisprudencia ha diferenciado las tasas de los impuestos y las contribuciones parafiscales, para lo cual 
ha considerado que “constituyen una contraprestación directa por parte de los ciudadanos a un beneficio 
otorgado por el Estado, hacen parte del presupuesto estatal y, en principio, no son obligatorias, toda vez 
que queda a discrecionalidad del interesado en el bien o servicio que preste el Estado; en tanto que las 
contribuciones parafiscales no generan una contraprestación directa, motivo por el cual su tarifa se fija 
con criterios distintos, son obligatorias, son pagadas por un grupo determinado de personas, y los 
beneficios obtenidos van también destinados al mismo grupo y no entran en las arcas del Estado. 
También suele explicarse que las tasas se diferencian de los impuestos en cuanto contrariamente a estos 
no guardan relación directa e inmediata con un servicio prestado al contribuyente, su pago es opcional 
pues quienes las pagan tienen la posibilidad de decidir si adquieren o no un bien o servicio y se destinan 
a un servicio público específico y no a las arcas generales como en el caso de los impuestos.” 

Así las cosas, Honorable Magistrados, no es lo mismo el costo de construcción de una vía, al 
costo de mantenimiento de la mismas y más aun con las cualidades y bondades de la recta Cali 
Palmira por cualquiera de sus variantes. 

No es equitativo, que, quienes transitamos de Palmira a Cali, Cali Palmira paguemos por obras 
realizadas sobre vías que se NO se transitan. 

¿Por qué no se establece un peaje en la vía que de Cali conduce al municipio de 
Jamundí, para financiar las obras que corresponde a esa vía y a la vía Jamundí Villa 
rica? 

Porque no se ha acudido al artículo 30 de la ley 105 de1993 en virtud del cual las obras 
correspondientes a la vía Cali – Jamundí, pude ser financiada a través de peajes, como a 
continuación se detalla: 

“ARTÍCULO 30 - Del contrato de concesión! La Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios, 
en sus respectivos perímetros, podrán en forma individual o combinada o a través de sus entidades 
descentralizadas del sector de transporte, otorgar concesiones a particulares para la construcción, 
rehabilitación y conservación de proyectos de infraestructura vial.  

Para la recuperación de la inversión, la Nación, los Departamentos, los Distritos y los Municipios 
podrán establecer peajes y/o valorización. El procedimiento para causar y distribuir la valorización, y 
la fijación de peajes se regula por las normas sobre la materia. La fórmula para la recuperación de la 
inversión quedará establecida en el contrato y será de obligatorio cumplimiento para las partes. (negrillas 
fuera del texto) 

Honorable Magistrado, pudiera haber sido así, pero una vez más se comprueba, de cómo el 
centralismo de la capital del Valle, termina imponiéndose sobre sobre los municipios menores. 

d). CONCEPTO PREVIO VINCULANTE: 
 
Como se dijo adelante, desde el año 2000, en el numeral 10 del Decreto 101 de 2000, 
se ha establecido como requisito previo al establecimiento de un peaje la expedición 
de un acto administrativo expresado en una resolución, el concepto vinculante previo 
al establecimiento de los peajes que deban cobrarse por el uso de las vías a cargo de 
la nación, como actualmente vigente Decreto 087 de 2011 en su artículo 6.14 que reza: 
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“6.14. Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema 
Nacional de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes 
que deban cobrarse por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, 
distritos y municipios.” 
 
El 29 de enero del 2021, sin la existencia del concepto previo de que trata el artículo 
6.14 del decreto 087 de 2011, el Ministerio de Transporte expidió la Resolución No. 
20213040003685 del 29 de enero del 2021, por medio de la cual “…se establece la fórmula 
para actualizar las tarifas a cobrar en las estaciones de peajes denominadas Villa Rica, Estambul, 
CIAT, Media Canoa, El Cerrito, Rozo, CENCAR Y Paso de La Torre DE La Torre, las cuales 
pertenecen al proyecto Nueva Mallas Vial del Valle del Cauca accesos Cali-Palmira.”· 
 
En un caso igual al presente, el Honorable Consejo de Estado, en reciente sentencia 
del 17 de marzo de 2022, bajo el Radicado 11001032400020110021000, adelante citada 
in extenso, concluyó:  
 
“Aun cuando en los considerandos de la Resolución 003205 de 2010, se mencionó el “ESTUDIO 
SOCIOECONÓMICO Y DE TRÁNSITO PARA LA INSTALACIÓN DE UNA ESTACIÓN DE PEAJE EN 
LA VÍA COVEÑAS – TOLÚ - TOLUVIEJO RUTA 90” y unas reuniones efectuadas con las 
autoridades locales, gremios y la comunidad, este documento no es el concepto técnico, que 
también debe valorar la conveniencia del establecimiento del peaje y que se debe emitir: i) de 
conformidad con la política general en esta materia, cuya formulación compete al Ministro.” 
 
“La ley 472 de 1998 le otorga amplias facultades al Juez Popular para que decrete cualquier medida 
cautelar para salvaguardar un derecho colectivo, lo cual no ocurre con el artículo 230 del CPACA, el cual 
limita el accionar del juez constitucional, únicamente a las medidas taxativamente consagradas, de suerte 
que, dicha norma resulta ser restrictiva y retrocede el campo avanzado en materia de protección de 
derechos  colectivos, razón por la cual, la Sala, en aras de armonizar la aplicación de las normas en 
mención, entiende que el juez Popular sigue estando facultado para decretar  cualquier medida cautelar 
en particular si así lo considera necesario, las contempladas en el artículo 25 230 de la ley 472 de 1994 
y del CPACA, respectivamente. Advierte la Sala que la intención del legislador no fue derogar la ley 472 
de 1998 en relación con la posibilidad que tiene el juez de decretar cualquier medida cautelar, pues así 
se precisó en los antecedentes de la ley 1437 de 2011.” (Consejo de Estado, Sección Primera, Exp. 
00614-01 (AP) A, 26 de abril de 2013.C.P. Dra. María Elizabeth García González.) 
 

En este caso, al igual que el anterior, se pretermitió el cumplimiento de un requisito 
establecido en el numeral 6.14 del Decreto 087 de 2011, referente a la emisión del 
concepto vinculante, previo al establecimiento del peaje, configurándose una 
omisión al deber de expedir dicho acto administrativo. Reza la norma. 
 
“6.14. Emitir, en su calidad de suprema autoridad del Sector Transporte y del Sistema Nacional 
de Transporte, concepto vinculante previo al establecimiento de los peajes que deban cobrarse 
por el uso de las vías a cargo de la Nación, los departamentos, distritos y municipios.” 

e). El contrato 0005 suscrito en 1999 incluía la construcción de vías en los siguientes 
tramos, tal como consta en las paginas 00017 y 00018 del anexo digital Nro.1 así: 

Tramo 1. Sector comprendido entre Popayán Santander de Quilichao: 12 meses 

Tramo 2. Sector comprendido entre Santander de Quilichao y Palmira: Y de Villarrica 
y Jamundí: 30 meses. 

Tramo 3. Sector comprendido entre Palmira y Buga: 36 meses 

Tramo 4. Sector comprendido entre Cali y Palmira: 16 meses 

Tramo 5. Sector comprendido entre Cali y Media Canoa: 18 meses 

Tramo 6. Sector comprendido: i). CENCAR Aeropuerto – recta Cali Palmira. ii). Palma 
Seca y Cerrito; iii). Rozo Paso de La Torre: 36 meses. 

Para la financiación de estas obras se le otorgo al concesionario el cobro de los 
peajes de las siguientes estaciones (página 00051 anexo digital Nro1): 
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Estaciones: Tunia ; Villa rica ; Cerrito ; CIAT ; Estambul ; Media Canoa ; Palma Seca ; 
Paso de La Torre.  

El costo estimado de la concesión del mencionado contrato, se estipulo en 
$386.919.000.000. 

La actual malla vial, que no es la mitad de las obras que se ejecutaron en el anterior 
contrato nos cuesta la robadita de $3.000.590.680.619, con igual numero de 
estaciones de peajes. 

PETICION MEDIDA CAUTELAR. 
 
Ante la ostensible violación del Derecho Colectivo a la Moral Administrativa y el 
principio de la legalidad y la evidente afectación a los usuarios de las vías antes 
concesionadas a la empresa RUTAS DEL VALLE, solicito respetuosamente como 
media cautelar: 
 
a). Por las razones expuestas, se suspenda la ejecución del contrato de concesión 
bajo el esquema de APP Nro. 001 del 2021 suscrito entre la Agencia Nacional de 
Infraestructura (ANI9 y el concesionario Rutas del Valle, adjudicado mediante 
Resolución No. 20217030007585 del 18-05-2021 del Ministerio de Transporte, (folio 40 
a 47).  

  
b). Se suspenda el cobro de la tarifa que se cobra en los peajes ubicados en el 
municipio de Palmira como son: 
 
CIAT; ESTAMBUL; LA TORRE; ROZO; CENCAR. 
 
NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACION: 
 
Con estas acciones y omisiones por parte de las entidades accionadas se están 
infringiendo las siguientes normas: 

CONSTITUCION NACIONAL: 

ARTICULO 29. Que establece que el debido proceso se aplicara a todas las 
actuaciones administrativas. 

Considero que se está violando este precepto de orden constitucional, toda vez que 
no se dio cumplimiento al artículo 6.14 del Decreto 087 de 2011. 

Así mismo se viola el artículo 209 Constitucional:  

ARTICULO  209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad,” mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. 

Se viola el artículo 4º de la ley 472 de 1998 que trata de los “Derechos e Intereses 
Colectivos contenidos en los literales b) sobre la moralidad administrativa. 

Igualmente se está violando el artículo 6.14 del Decreto 087 de 2011. 

 

PRUEBAS: 
 

Solicito al despacho, tener como prueba los documentos referenciados que se 
anexan a la presente acción. 
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a) Se nombre un perito o una firma experta, para que establezca el valor de la tarifa del 

peaje, que por concepto del mantenimiento y no de construcción de la vía, debieron 

pagar los usuarios de las vías cuyos tramos esta cobijados por los respectivos peajes. 

 

b) Se oficie a INVIAS para que establezca cuales han sido los ingresos brutos obtenidos 

por ella, a partir del momento en que ella asumió el mantenimiento de la anterior Malla 

Vial en los tramos ubicados en el municipio de Palmira y que conducen al municipio de 

Cali.  

 

Finalmente solicito al despacho, que en ejercicio de las atribuciones que le confiere el 

Capítulo VIII del Título II de la Ley 472 de 1998, decrete y practique todas aquellas 

pruebas que, según su sabiduría sean conducentes, pertinentes y eficaces para 

producir el fallo de mérito que nuestra sociedad reclama. 

  

NOTIFICACIONES 
 

Eduardo Alfonso Correa Valencia en la Carrera 36A # 25C – 55 B/. Olímpico Palmira (V.) 

Email: edualcova@yahoo.es. Cel. 3209125777 
 
Ministerio de Transporte: calle 24 Nro. 60-50 piso 9 
notificacionesjudiciales@mintransporte.gov.co 

 
INVIAS: Calle 25G # 73B-90 - Complejo Empresarial Central Point; Bogotá 

Email: njudiciales@invias.gov.co 

 

ANEXOS. 
 

COMPETENCIA 

Es usted competente Honorable Magistrado, por la naturaleza del asunto y el domicilio de 

las partes para conocer del presente proceso.  

AMPARO DE POBREZA 

Dada mi precaria situación económica, le solicito Honorable Magistrado acogerme al 

amparo de pobreza, según lo preceptuado en el Art. 19 de la ley 472 de 1998. 

De los Honorables Magistrados,  

 

 Atentamente,  

 

 

 

EDUARDO ALFONSO CORREA VALENCIA. 
Actor Popular. 

mailto:edualcova@yahoo.es
https://www.google.com/search?q=Bogot%C3%A1&stick=H4sIAAAAAAAAAONgVuLUz9U3MEypqkxexMrulJ-eX3J4IQA5X6AlFwAAAA&sa=X&ved=2ahUKEwiLwvPAz7rwAhVXGVkFHRneBwUQmxMoATAtegQIIxAD
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